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C. 

. 
V. S. 

, Y OTRA. 
 
EXPEDIENTE No. 310/2011. 

 
L  A  U  D  O  . 

 
San Francisco de Campeche, Campeche, a veintisiete de junio de dos mil dieciocho. 

 
  V  I  S  T  O  S: Para resolver en definitiva los autos, que guardan el expediente 
laboral citado al rubro y: 
 

R  E  S  U  L  T  A  N  D  O: 
 
I.- Que por escrito de fecha ocho de agosto de dos mil once, recepcionado por esta 
Autoridad con el día veintiséis del mismo mes y año, por medio del cual el C. 

 demando 
a las personas morales denominadas 

 y 

, su IDEMNIZACIÓN CONSTITUCIONAL, y 
demás prestaciones que le corresponden en razón del doloso y arbitrario despido 
injustificado del que aduce fue objeto.  
 
Fundó su demanda en los siguientes: 
 

H  E  C  H  O  S: 
 
1.- En la fecha 1 de julio de 1996 (mil novecientos noventa y seis) ingrese a restar servicios 
personales subordinados a los demandados, con la categoría de 

, contratándome en ese 
entonces el C. 

 y 

, quien se desempeña como ENCARGADO, teniendo una jornada diaria de 
trabajo de Lunes a Viernes de 8:00 a.m. (ocho) a 20:00 (veinte) horas y los Sábados de 8:30 
(ocho treinta) horas, teniendo como último salario la cantidad de $****** (SON ****** 00/100 
m.n.) el cual se integraría de acuerdo a los artículos 82, 84, 346 de la Ley Federal del Trabajo, 
más comisiones.  
 
2.- Mi trabajo lo desempeñaba en la Empresa 

 Y 

, cuando empecé a laborar en esa empresa se 
encontraba ubicada en 

, y lo hacía en el cargo de 

, en el domicilio actual de la empresa 
ubicada en 

, y bajo las órdenes directas del 

, Y 

. 
 



JUNTA LOCAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEL ESTADO DE CAMPECHE 

 

 

2 

 

3.- El día 8 de Julio del presente año 2011 el 

, como encargado de obra y mi jefe directo así 
como es 

 que ostenta como Representante Legal de las Empresas antes señaladas, alrededor 
de las 8:00 am, me informo que estaba dado de baja, porque me veía muy cansado, y yo le 
respondí que como no iba a estar cansado ya que en ocasiones trabajo durante dos días 
seguido, un horario de 8.00 hrs. a 20:00 hrs. Y por mi edad ya no necesitaba de mis servicios, y 
que ya había echado a perder la maquina es decir (YUCLE), y que eso ocasionaba muchos 
gastos repararla y que por lo tanto le entregara las llaves de dicha maquinaria y eso no le 
convenía a la empresa y por lo tanto pasara yo con el 

 por mi finiquito y que no me pusiera al 
brinco porque me iba a ir mal, cuando llegue con el 

, me pidió que firmara mi renuncia para que 
me pudieran pagar mi quincena y mi finiquito a lo cual me decía que me entregaba la cantidad 
de $******** pesos por los más de quince años que he trabajado con dichas empresas y nunca 
he faltado a mi responsabilidades por lo que no se me hizo justo y por lo que no firme dicho 
papel que me querían hacer firmar por concepto de mi liquidación, cantidad que nunca me fue 
entregada, ni depositada a mi cuenta como lo hacían con mi sueldo, y en ese momento me 
pidió que me retirara de mi lugar de trabajo, por lo que se equipara a un despido injustificado 
como se fortalece con la jurisprudencia siguiente:  
 
DESPIDO INJUSTIFICADO. CÓMO SE CONFIGURA. Para que se considera configurado el 
despido injustificado basta con que el patrón impida, por cualquier medio, que el obrero ejercite 
el derecho que le da su contrato a desempeñar su trabajo o que se rehúse administrarle éste, 
para que incurra en la sanción fijada por la ley, pues con tal proceder priva al trabajador del 
derecho de ganarse la vida, sin que s precise que el asalariado sea despedido materialmente. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 76/90. 
Creaciones Mas Deop, S.A. 14 de marzo de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando 
Narváez Barker. Secretario: Miguel Ángel Tourlay Guerrero. SEMANARIO JUDICIAL. OCTAVA 
ÉPOCA. TOMO VI. JULIO-DICIEMBRE 1990. SEGUNDA PARTE. TRIBUNALES 
COLEGIADOS PÁG. 513. 
 

P  R  E  S  T  A  C  I  O  N  E  S 
 
A).- El pago de tres meses (noventa días) de salario por concepto de INDEMNIZACIÓN 
CONSTITUCIONAL a que tengo derecho acorde a lo estipulado por el artículo 123 fracción XXI 
de la Constitución Federal de la República y al 48 de la Ley Federal del Trabajo vigente. 
 
B).- El pago de la cantidad que resulte por concepto de PRIMA DE ANTIGÜEDAD de 
conformidad con lo señalado en el numeral 162 fracciones I, II y III de la Ley Laboral vigente. 
 
C).- El pago de la cantidad correspondiente a veinte días de salario por cada uno de los años de 
servicio prestado, por concepto de INDEMNIZACIÓN LEGAL acorde a lo estipulado en el 
artículo 50 fracción II de la Ley de la Materia. 
 
D).- El pago de mis VACACIONES correspondiente a los períodos comprendidos del año 2010-
2011, con el respectivo pago del 25% por concepto de PRIMA VACACIONAL de conformidad 
con lo estipulado en los artículos 76 y 80 de la Ley Federal del Trabajo vigente. 
 
E).- El pago de la parte proporcional de AGUINALDOS correspondientes a los meses laborados 
del año 2010, hasta la fecha del despido, de conformidad con el numeral 87 de la Ley Laboral 
vigente. 
 
F).- El pago de mi Participación de los Trabajadores en las UTILIDADES (P.TU.) de la empresa, 
que debió de proporcionarse hasta el día 20 de marzo del año en curso sin que se me haya 
proporcionado de conformidad con lo estipulado en el Capítulo VIII del Título Segundo de la Ley 
Federal del Trabajo vigente. 
 
G).- El pago de las aportaciones que el patrón está obligado y debe efectuar por concepto del 
Sistema de Ahorro para el Retiro (S.A.R.). 
 
H).- El pago de la cantidad de $******** (SON ***/100 M.N.) quincenales por Concepto de Ayuda 
para Transporte. 
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I).- El pago de la cantidad de $****** (SON ***/100 M.N.) quincenales para Despensa. 
 
J).- El pago de los SALARIOS CAÍDOS O VENCIDOS contado a partir del día y fecha del 
despido injustificado del que fui objeto, hasta el momento en que se dé cumplimiento al pago de 
mis prestaciones o, al Laudo que, en su caso, se emita y sea favorable para el suscrito, 
relacionado con base en un salario diario de $****** (SON CIENTO NOVENTA Y CUATRO 
OCHENTA PESOS 00/100 M.N.. 
 
K).- todas y cada una de las demás prestaciones que por Ley y por derecho me corresponden y 
de las cuales no he renunciado. 

 
II.- Por acuerdo de fecha veintinueve de agosto de dos mil once, se radicó la demanda 
en el procedimiento ordinario establecido, señalándose fecha y hora para la celebración 
de la audiencia de: CONCILIACIÓN, DEMANDA Y EXCEPCIONES, OFRECIMIENTO Y 
ADMISIÓN DE PRUEBAS; ordenándose notificar personalmente a las partes por 
conducto del C. Actuario adscrito a esta Junta con los apercibimientos legales y 
contenidos en los artículos 873, 876 Fracción VI; 878 Fracción VIII, 879 y demás 
relativos aplicables de la Ley Federal del Trabajo. 
 
III.- Previa notificación a las partes, con fecha cuatro de marzo de dos mil once, tuvo 
verificativo la celebración de la audiencia señalada en el párrafo anterior, con la 
comparecencia del actor en compañía del 

, compareciendo por las personas morales 
demandadas el 

. Por lo que la audiencia se desarrolló de la siguiente manera: EN LA 
ETAPA DE CONCILIACIÓN: Se tuvo a las partes por inconformes con todo arreglo 
conciliatorio a pesar de que esta autoridad las exhortara para ello. EN LA ETAPA DE 
DEMANDA Y EXCEPCIONES: Se suspendió la celebración de la misma, en virtud de 
que las empresas demandadas al momento de dar contestación a la demanda inicial, 
promovió Incidente de Competencia, la cual seguido los trámites correspondientes, 
mediante resolución interlocutoria de fecha trece de agosto de dos mil doce, se declaró 
improcedente en virtud del razonamiento expuesto y fundado en el considerando 
Segundo que por economía procesal se tiene por reproducido como si se insertara a la 
letra, regularizándose el procedimiento principal, y por consecuencia, se señaló hora y 
fecha para que tenga verificativo la celebración de la audiencia de ley. Con fecha 
veinticinco de septiembre de dos mil trece, tuvo verificativo la celebración de la 
audiencia señalada con antelación con la comparecencia del actor en compañía del 

, compareciendo las personas morales demandadas el 

, no compareciendo la 
parte demandada QUIEN O QUIENES RESULTEN BENEFICIARIOS RESPONSABLES 
Y QUE SE HAYAN BENEFICIADO CON EL TRABAJO DESEMPEÑADO, ni por si, ni 
mediante representación alguna, a pesar de estar debidamente notificado como obra en 
autos y de haber sido voceado en el interior del local de ésta Junta por más de tres 
ocasiones. Por lo que la audiencia se desarrolló de la siguiente manera: EN LA ETAPA 
DE DEMANDA Y EXCEPCIONES: Como lo solicitaran las partes comparecientes se les 
reconoció personalidad, en la cual el actor se afirmó y ratificó de todos y cada uno de 
los puntos de hechos y de derechos del escrito inicial de demanda, y las demandadas 
dieron debida contestación, del cual se le dio vista y corrió traslado a su contraparte 
para el efecto de que hiciera valer lo que a su derecho conviniera, y por último, se tuvo 
a las partes por haciendo uso del derecho de réplica y contrarréplica, en la forma y 
términos que quedaron asentados, respectivamente. Así mismo, se le tuvo a la parte 
actora por no aceptando la oferta de trabajo que le hiciera la parte patronal. Por lo que 
respecta a QUIEN O QUIENES RESULTEN BENEFICIARIOS RESPONSABLES Y 
QUE SE HAYAN BENEFICIADO CON EL TRABAJO DESEMPEÑADO, se le hizo firme 
el apercibimiento decretado en autos, y por consiguiente, por contestando la demanda 
en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario. EN LA ETAPA DE OFRECIMIENTO Y 
ADMISIÓN DE PRUEBAS: Se tuvo a las partes comparecientes por ofreciendo sus 
respectivas probanzas, y por objetando las de su contraparte, respectivamente, en la 
forma y términos que quedaron asentados en autos; por lo que respecta a la parte 
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demandada QUIEN O QUIENES RESULTEN BENEFICIARIOS RESPONSABLES Y 
QUE SE HAYAN BENEFICIADO CON EL TRABAJO DESEMPEÑADO, dada su 
incomparecencia, se le hizo firme el apercibimiento decretado en autos, y por 
consiguiente, se le tiene por perdido el derecho de ofrecer sus respectivas probanzas, y 
de objetar las de su contraparte. Reservándose esta Autoridad con el objeto de mejor 
proveer el derecho de acordar sobre la admisión o desechamiento de las probanzas, 
mediante el acuerdo correspondiente. Con fecha veinticuatro de abril de dos mil 
catorce, se regularizó el procedimiento de conformidad con lo estipulado en los artículos 
685, 686, 880 y demás relativos aplicables de la Ley Federal del Trabajo, admitiéndolas 
por ser legales y procedentes, y no ser contrarias a la moral ni al derecho, con 
excepción de la Documental y la Inspección Ocular, ofertada por la parte actora en su 
escrito de pruebas relacionadas bajo los arábigos 5 y 6, respectivamente, en virtud de 
los razonamientos expuestos y fundados, que por economía procesal se tienen por 
reproducidos en este acto como si se insertaran a la letra. Señalándose horas y fechas 
para el desahogo de las pruebas que por su naturaleza así lo requiriesen, y en cuanto a 
las Presunciones Legales y Humanas e Instrumental de Actuaciones ofrecidas por las 
partes, toda vez que se desahogan por su propia y especial naturaleza, se agregan a 
los autos y se les dará el alcance y valor probatorio en el momento procesal oportuno. 
Habiéndose desahogado todas y cada una de las pruebas aceptadas por esta 
autoridad, con fundamento en el artículo 884 fracción IV de la Ley Federal del Trabajo, 
se le concedió a las partes el término de tres días hábiles contados a partir de la fecha 
de la notificación para que formulen y rindan sus respectivos alegatos, no haciendo uso 
de ese derecho, por lo que con fundamento en el artículo 885 de la Ley Federal del 
Trabajo, el C. Auxiliar declaró cerrada la instrucción y turnó los autos del presente 
expediente al C. Proyectista para la celebración del proyecto de resolución en forma de 
laudo en el término legal correspondiente 
 

C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O: 
 
I.- Que esta Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Estado de Campeche, es 
competente para conocer y resolver el presente conflicto laboral de conformidad con lo 
establecido por los artículos 116 fracción V, y 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en concordancia con los numerales 523, 529, 621 y demás 
relativos aplicables de la Ley Federal del Trabajo en vigor. 
 
II.- Que la litis en el presente conflicto laboral consiste en determinar si es procedente la 
acción de Indemnización Constitucional por despido injustificado del que aduce el C. 

 fue 
objeto, o si por el contrario, como manifiestan las personas morales demandadas 
denominadas 

 y 

, por conducto de su Representante Legal, nunca ha sido despedido de 
su trabajo, e incluso le ofrece regrese a su trabajo en las mismas condiciones en que lo 
venía desempeñando, como son: A.- Con su mismo cargo de 

, B).- Con un SALARIO 
MAYOR pues dados los incrementos salariales, devengaría un salario de $****** diarios, 
mas sus comisiones, que aunque el actor no las relaciona ni las aclara en su demanda, 
aclara que se le pagaban cinco pesos por metro cubico de piedra que subiera a la 
trituradora después de rebasar los cuarenta metros cúbicos en su jornada de ocho 
horas de labores y siempre promedio un ingreso por comisiones de veinte pesos 
diarios, comisiones que se le incrementarían en un 20% y se le pagaría a razón de seis 
pesos el metro cubico, C).- Con su mismo Horario de trabajo de las 08:00 a las 16:00 
horas, con media hora de descanso de las 10:00 a las 10:30 horas, de lunes a viernes 
de cada semana y los sábados de las 08:30 a las 14:30 horas, con media hora de 
descanso de las 10:00 a las 10:30 horas de cada semana, D).- Con descanso del 
séptimo día legal los DOMINGOS de cada semana, y de regresar se le reconocería, 
para efectos de su antigüedad legal todo el tiempo ausente; esta Autoridad al haber 
estudiado el ofrecimiento de trabajo hecho por la demandada al actor, es decir, si la 
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expresión constituye un ofrecimiento de reincorporación a las actividades, propiamente 
dichas, con coincidencia de prestaciones así como la intención del mismo, determina 
que resulta de BUENA FE, ya que el oferente en primer lugar, no controvierte tanto el 
puesto o categoría como el salario diario, y en segundo lugar, si bien es cierto, 
controvierte el horario y la jornada, no menos cierto es, que se oferta con un horario y 
jornada de las 08:00 a las 16:00 horas, con media hora de descanso de las 10:00 a las 
10:30 horas, de lunes a viernes de cada semana, y los sábados de las 08:30 a las 14:30 
horas, con media hora de descanso de las 10:00 a las 10:30 horas de cada semana, 
con descanso del séptimo día legal los domingos de cada semana, horario y jornada 
que resulta benéfico para la trabajadora toda vez que se ajusta a una duración de 
jornada diurna que se encuentra dentro de los máximos que la Ley Federal del Trabajo 
establece, acorde a los artículos 60, 61, 63 y 69, inclusive en tercer lugar, lo oferta con 
un salario mayor al aludido a la demanda inicial por los Incrementos salariales, ya que 
tales condiciones son los elementos esenciales de la relación laboral, en consecuencia, 
dicho ofrecimiento resulta ser de buena fe toda vez que se aprecia que dicha expresión 
constituye un ofrecimiento de reincorporación a las actividades propiamente dichas, con 
coincidencia de prestaciones y la buena fe del mismo con la finalidad de llegar a 
conciliar el juicio laboral, lo que se hizo del conocimiento de la parte actora mediante el 
audiencia de fecha veinticinco de septiembre de dos mil trece (ver foja 134), no 
aceptando tal ofrecimiento. Sin que sea óbice para determinar lo contrario, el hecho de 
que la parte patronal demandada, al momento de ofertar el trabajo no haya hecho la 
promesa de otorgarle todos los derechos relativos a la Seguridad Social, entendiendo 
ésta autoridad para el efecto de que la inscribiría al régimen del Instituto Mexicano del 
Seguro Social (IMSS), pues con dicha actitud no conlleva a considerar de mala fe el 
ofrecimiento de trabajo, toda vez que si bien, es un derecho humano tutelado en el 
artículo 123, apartado A, fracción XXIX de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en el artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, sin embargo, este reconocimiento no significa procesalmente y 
para efectos de calificar el ofrecimiento de trabajo, que deba permanecer para la 
patronal al hacer la oferta como garantía de ese derecho a condición de que si no se 
hace conduciría a estimar de mala fe el ofrecimiento, ya que el disfrute de ese 
beneficio de seguridad social no constituye una condición de trabajo que pueda 
pactarse para la prestación de los servicios, ni que afecte los derechos del 
trabajador y contraríe la ley, así como tampoco modifica los términos y 
condiciones de trabajo en perjuicio del trabajador, como son el salario, la 
categoría y el horario, pues la inscripción o baja a la seguridad social es una 
obligación a cargo del patrón impuesta por la Ley del Seguro Social y la Ley del 
Infonavit, cuyo incumplimiento puede subsanarla el trabajador, quien tiene expedito su 
derecho para solicitarla conforme a los artículos 18 y 23 de las Leyes indicadas. De tal 
suerte que, el hecho de que el trabajador tenga como derecho subjetivo el acceso a la 
seguridad social, no implica que los efectos del ofrecimiento del trabajo sean una 
garantía de ese derecho, sino que al ser una figura procesal que se presenta durante el 
juicio y cuyo objeto es lograr una conciliación en el proceso suscitado con motivo de un 
despido injustificado, atiende meramente a las cuestiones deducidas en el juicio, que 
tienen que ver con las condiciones de trabajo en que se oferta el empleo, pero no 
representa una vía o un mecanismo jurídico para hacer efectivo el derecho humano a la 
Seguridad Social. Esto así, pues no puede incidir en la calificación de la oferta de 
trabajo, el hecho de que se le haya o no dado de baja o incluso de que se le haya o no 
ofrecido en un momento dado la seguridad social al trabajador, pues este es un derecho 
humano no sujeto a pacto o condición alguna, y que, por lo tanto, el titular de ese 
derecho eventualmente puede demandar su respeto ante las autoridades 
correspondientes, como sería en este caso, a través de la solicitud que haga el 
trabajador para ser inscrito ante el Seguro Social, en términos de los artículos 18 y 23 
de las Leyes de Seguridad Social. Por todo lo anteriormente expuesto y a consideración 
de esta Autoridad, corresponde al demandante la carga de la prueba, para demostrar el 
despido Injustificado del que aduce fue objeto. Sustentando lo anterior en los siguientes 
criterios Jurisprudenciales y Aislados, que a la letra dicen: 
 

OFRECIMIENTO DEL TRABAJO, ES DE BUENA FE EL QUE SATISFACE 
LOS ELEMENTOS ESENCIALES DE LA RELACIÓN LABORAL. Si se ofreció 
el trabajo al contestar la demanda, especificándose en ella las condiciones en 
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que el actor prestaba sus servicios, y no fueron controvertidos el salario, ni la 
categoría, ni la jornada, tal ofrecimiento se hizo de buena fe, pues precisamente 
las condiciones en que debe prestarse el trabajo consisten en la categoría 
asignada, el salario y la jornada, como elementos esenciales de la relación 
laboral que deben tomarse en cuenta para determinar la buena fe o  mala fe del 
ofrecimiento de trabajo. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 
TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 1096/91. Wilfrido Vázquez 
García. 27 de febrero de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Carolina 
Pichardo Blake. Secretaria: María Marcela Ramírez Cerrillo. Amparo directo 
2062/93. María Guadalupe Bureos Padrón. 1º de abril de 1993. Unanimidad de 
votos. Ponente: J. Refugio Gallegos Baeza. Secretaria: María Eugenia 
Olascuaga García. Amparo directo 6996/94. José Manuel Rivera Corona. 6 de 
octubre de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio Gallegos Baeza. 
Secretaria: María Eugenia Olascuaga García. Amparo directo 11366/94. Iris 
Pérez Galindo. 31 de Enero de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio 
Gallegos Baeza. Secretaria: María Eugenia Oslacuaga García. Amparo directo 
656/95. Max Zyman Harthur. 10 de febrero de 1995. Unanimidad de votos. 
Ponente: Francisco Javier Patiño Pérez. Secretaria: María Eugenia Olascuada 
García. Novena Época. 

 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE BUENA FE EL PROPUESTO EN LOS 
MISMOS TÉRMINOS EN QUE SE VENÍA DESARROLLANDO, AUNQUE NO 
SE PRECISEN LAS CONDICIONES DE LA RELACIÓN LABORAL NO 
CONTROVERTIDAS. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación estableció en la jurisprudencia 2a./J. 125/2002, que para calificar de 
buena o mala fe la proposición para continuar la relación laboral, deben tomarse 
en consideración las condiciones fundamentales de ésta, como son el puesto, el 
salario y la jornada u horario de labores, y que será de buena fe cuando se 
advierta clara intención de ello, al no afectar los derechos del trabajador y 
ofrecerse en los mismos o mejores términos de los ya pactados, términos que 
pueden señalarse expresamente o deducirse del contenido del escrito de 
demanda o su contestación. Ahora bien, dicho ofrecimiento no puede 
calificarse por sí solo de mala fe cuando no se hace referencia a condiciones de 
trabajo no controvertidas, pues además de que no se advierte inconformidad del 
trabajador respecto de esos puntos, admitir lo contrario obligaría al patrón a 
probar aspectos no debatidos. Contradicción de tesis 191/2004-SS. Entre las 
sustentadas por el Tribunal Colegiado del Segundo Circuito y los Tribunales 
Colegiados, el ahora Primero y el Segundo del Tercer Circuito, todos en Materia 
de Trabajo. 8 de diciembre de 2004. Cinco votos. Ponente: Juan Díaz Romero. 
Secretario: Óscar Rodríguez Álvarez. Tesis de jurisprudencia 1/2005. 
Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del siete 
de enero de dos mil cinco.  No. Registro: 179,525. Jurisprudencia. Materia(s): 
Laboral. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. XXI, Enero de 2005. Tesis: 2a./J. 1/2005. Página: 
563. 

 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO; DEBE ESTUDIARSE SI SE ACREDITAN LAS 
CONDICIONES CON QUE SE OFRECE Y NO SIMPLEMENTE 
CONSIDERANDOLO DE BUENA FE.  Cuando el patrón al contestar la 
demanda niega el despido y manifiesta que puede presentarse el trabajador a 
laborar, en los términos y condiciones que se detallaron en el cuerpo de su 
escrito, ello implica la posibilidad de tres hipótesis: si la expresión constituye un 
ofrecimiento de reincorporación a las actividades, propiamente dicha; si las 
condiciones transcritas fueron realmente las existentes, en el momento del 
ofrecimiento y si hubo una propuesta real, con coincidencia de prestaciones y la 
buena fe del mismo. Por tanto, la responsable al emitir el laudo reclamado, debe 
estudiar si la categoría, salario y horario con que se ofrece el trabajo están 
acreditados o si por el contrario, deben prevalecer las expresadas por los 
actores, y no simplemente considerar de buena fe el ofrecimiento del trabajo. 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 975/95. Faruk Musa Gaseli Yaffar y 
Eduardo Nava Laborde. 21 de noviembre de 1995. Unanimidad de votos. 
Ponente: Salvador Bravo Gómez. Novena Época. Instancia: PRIMER TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL SEGUNDO 
CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: III, 
Marzo de 1996. Tesis: II.1o.C.T.16 L. Página:   979. 
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OFRECIMIENTO DEL TRABAJO. EL AVISO DE BAJA DEL TRABAJADOR 
ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, POSTERIOR A LA 
FECHA INDICADA COMO DEL DESPIDO PERO PREVIA A LA OFERTA, SIN 
ESPECIFICAR LA CAUSA QUE LA ORIGINÓ, NO IMPLICA MALA FE 
(MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 19/2006 E INTERRUPCIÓN 
DE LA DIVERSA 2a./J. 74/2010). El ofrecimiento de trabajo formulado por el 
patrón en el juicio laboral, cuando dio de baja al trabajador ante el Instituto 
Mexicano del Seguro Social en fecha posterior a la indicada como del despido, 
pero previa a esa oferta, sin especificar la causa que la originó, no implica mala 
fe, porque tal aviso constituye la comunicación obligatoria que debe darse dentro 
del plazo de 5 días hábiles posteriores al en que dejó de existir la causa de 
aseguramiento en el régimen obligatorio del seguro social; esto, porque el aviso 
sólo muestra que la relación de trabajo dejó de estar vigente en determinada 
fecha, sin prejuzgar sobre la causa de la baja, pues esto será motivo de análisis 
de la controversia sobre el despido alegado. De manera que la conducta del 
patrón cuando, habiendo dado de baja al trabajador en fecha posterior a la 
señalada como de despido, propone al trabajador regresar a laborar, no puede 
considerarse contraria a un recto proceder que ponga en entredicho su verdadera 
intención de continuar con la relación de trabajo. Además, el aviso no representa, 
por sí mismo, modificación a las condiciones fundamentales de la relación 
laboral, ni afecta los derechos del trabajador previstos en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en la Ley Federal del Trabajo o en la Ley del 
Seguro Social, porque si en el juicio se resuelve que el despido fue injustificado, 
quedará descubierta la verdadera causa de la baja y, como consecuencia, podrá 
ordenarse restablecer la inscripción en el Instituto Mexicano del Seguro Social. 
Por lo anterior, esta Segunda Sala modifica la jurisprudencia 2a./J. 19/2006, de 
rubro: "OFRECIMIENTO DEL TRABAJO. EL AVISO DE BAJA DEL 
TRABAJADOR ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL EN 
FECHA PREVIA A AQUELLA EN QUE EL PATRÓN LE OFRECE 
REINTEGRARSE A SUS LABORES EN EL JUICIO RELATIVO, SIN 
ESPECIFICAR LA CAUSA QUE LA ORIGINÓ, IMPLICA MALA FE." e interrumpe 
la diversa 2a./J. 74/2010, de rubro: "OFRECIMIENTO DEL TRABAJO. EL AVISO 
DE BAJA DEL TRABAJADOR ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL Y SU ALTA POSTERIOR, AMBAS EN FECHA PREVIA A AQUELLA EN 
QUE EL PATRÓN LE OFRECE REINTEGRARSE A SUS LABORES EN EL 
JUICIO RELATIVO, DONDE NIEGA HABERLO DESPEDIDO, SIN ACREDITAR 
LA CAUSA QUE ORIGINÓ LA BAJA, IMPLICA MALA FE.". Clave: 39/2013 
(10a.), Núm.: 2a./J. Solicitud de modificación de jurisprudencia 18/2012. 
Magistrado y secretario de tribunal en funciones de Magistrado integrantes del 
Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito. 13 de 
febrero de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Luis Javier 
Guzmán Ramos. Tesis de jurisprudencia 39/2013 (10a.). Aprobada por la 
Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintisiete de febrero 
de dos mil trece. Solicitud de modificación de jurisprudencia 18/2012. Magistrado 
y secretario de tribunal en funciones de Magistrado integrantes del Primer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito. 13 de febrero de 
2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Luis Javier Guzmán 
Ramos. Tesis de jurisprudencia 39/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala 
de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintisiete de febrero de dos mil 
trece. Nota: La presente tesis deriva de la resolución dictada en la solicitud de 
modificación de jurisprudencia relativa al expediente 18/2012, en la cual la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de 
cuatro votos, determinó modificar el criterio contenido en la tesis 2a./J. 19/2006, 
de rubro: "OFRECIMIENTO DEL TRABAJO. EL AVISO DE BAJA DEL 
TRABAJADOR ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL EN 
FECHA PREVIA A AQUELLA EN QUE EL PATRÓN LE OFRECE 
REINTEGRARSE A SUS LABORES EN EL JUICIO RELATIVO, SIN 
ESPECIFICAR LA CAUSA QUE LA ORIGINÓ, IMPLICA MALA FE.", que aparece 
publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXIII, marzo de 2006, página 296. La presente tesis interrumpe el criterio 
sostenido en la diversa 2a./J. 74/2010, de rubro: "OFRECIMIENTO DEL 
TRABAJO. EL AVISO DE BAJA DEL TRABAJADOR ANTE EL INSTITUTO 
MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL Y SU ALTA POSTERIOR, AMBAS EN 
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FECHA PREVIA A AQUELLA EN QUE EL PATRÓN LE OFRECE 
REINTEGRARSE A SUS LABORES EN EL JUICIO RELATIVO, DONDE NIEGA 
HABERLO DESPEDIDO, SIN ACREDITAR LA CAUSA QUE ORIGINÓ LA BAJA, 
IMPLICA MALA FE.", que aparece publicado en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, junio de 2010, página 262. 
Tipo: Jurisprudencia por Contradicción Temas: Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social. Derecho Procesal. 
 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO. LA OMISIÓN DE PROMETER LA 
INSCRIPCIÓN DEL TRABAJADOR ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL NO IMPLICA SU MALA FE. Cuando el trabajador demanda 
un despido injustificado y el patrón lo niega, ofreciendo reinstalarlo nuevamente 
en su puesto, pero sin prometerle su inscripción ante el Instituto Mexicano del 
Seguro Social, tal situación no revela que carezca de voluntad para reintegrar al 
trabajador en las labores que venía desempeñando, por lo que dicha oferta no 
puede considerarse de mala fe, en virtud de que el disfrute de ese beneficio de 
seguridad social no constituye una condición de trabajo que pueda pactarse 
para la prestación de los servicios, ni que afecte los derechos del trabajador y 
contraríe la ley, así como tampoco modifica los términos y condiciones de 
trabajo en perjuicio del trabajador, como son el salario, la categoría y el horario, 
pues la inscripción ante dicho organismo es una obligación a cargo del patrón 
impuesta por la Ley del Seguro Social, cuyo incumplimiento puede subsanarla 
el trabajador, quien tiene expedito su derecho para solicitarla conforme al 
artículo 18 de la Ley indicada, por lo que en tales condiciones, al considerarse 
de buena fe el ofrecimiento del trabajo, se revierte la carga de la prueba al 
trabajador. Clave: 2a./J., Núm.: 210/2007. Contradicción de tesis 109/2007-
SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero, Tercero, 
Quinto, Octavo y Noveno, todos en Materia de Trabajo del Primer Circuito, el 
entonces Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actualmente Primer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 10 de octubre de 2007. 
Mayoría de cuatro votos. Disidente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Rosa María López Rodríguez. Tesis 
de jurisprudencia 210/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del siete de noviembre de dos mil siete. Tipo: 
Jurisprudencia por Contradicción Temas: Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social. Derecho Procesal. 
 
DESPIDO, NEGATIVA DEL, Y OFRECIMIENTO DEL TRABAJO QUE NO 
INCLUYA LA INSCRIPCIÓN DEL TRABAJADOR ANTE EL IMSS E 
INFONAVIT. NO IMPLICA MALA FE.  Por condiciones de trabajo debe 
entenderse el conjunto de normas que regulen las prestaciones a que tiene 
derecho el trabajador con motivo de la relación laboral. Por tanto, si el trabajador 
demanda indemnización por despido injustificado y si el patrón niega haber 
despedido al trabajador y ofrece admitirlo nuevamente en su puesto, sin 
controvertir salario, categoría y horario, pero sin ofrecerle la inscripción ante el 
IMSS e INFONAVIT, tal ofrecimiento de trabajo no puede considerarse de mala 
fe, por virtud de que el trabajador tiene expedito su derecho para solicitar su 
inscripción ante dichas instituciones, en términos de los artículos 21 de la Ley del 
Seguro Social y 32 y 33 de la Ley del Instituto Nacional del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores, por lo que en tales condiciones es procedente la 
reversión de la carga de la prueba. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 729/82. 
Martín Cuevas Ávila Alonso. 6 de octubre de 1982. Unanimidad de votos. 
Ponente: Jorge Enrique Mota Aguirre. Secretario: Eufemio Zamudio Alemán. 
 
DESPIDO, NEGATIVA DEL, Y OFRECIMIENTO DEL TRABAJO. REVERSIÓN 
DE LA CARGA DE LA PRUEBA.  El ofrecimiento del trabajo no constituye una 
excepción, pues no tiende a destruir la acción ejercitada, sino que es una 
manifestación que hace el patrón para que la relación de trabajo continúe; por 
tanto, si el trabajador insiste en el hecho del despido injustificado, le corresponde 
demostrar su afirmación, pues el ofrecimiento del trabajo en los mismos términos 
y condiciones produce el efecto jurídico de revertir al trabajador la carga de 
probar el despido. Sexta Época, Quinta Parte: Volumen CVI, página 12. Amparo 
directo 3696/63. Jesús Delgado Robles. 21 de abril de 1966. Cinco votos. 
Ponente: María Cristina Salmorán de Tamayo. Séptima Época, Quinta Parte: 
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Volúmenes 127-132, página 22. Amparo directo 4405/78. Julio Alejandro 
Pacheco Quiroz. 19 de julio de 1979. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: 
Juan Moisés Calleja García. Volúmenes 145-150, página 27. Amparo directo 
680/81. Patricia Angélica Hernández Vázquez. 1o. de junio de 1981. Unanimidad 
de cuatro votos. Ponente: María Cristina Salmorán de Tamayo. Volúmenes 169-
174, página 18. Amparo directo 2653/82. Manuel Martínez Guerrero. 4 de abril 
de 1983. Cinco votos. Ponente: David Franco Rodríguez. 
 
OFRECIMIENTO DEL TRABAJO. DEBE HACERSE SABER AL 
TRABAJADOR PARA QUE OPERE LA REVERSIÓN DE LA CARGA DE LA 
PRUEBA.  Si de autos aparece que la empresa demandada en su escrito de 
contestación ofreció al actor la reinstalación al trabajo en los mismos términos y 
condiciones en que éste lo desarrollaba, sin exhibir copia de tal escrito para el 
efecto de correr traslado a este último para que manifestara ante la propia Junta, 
lo que a su derecho e interés conviniera, esto es, si aceptaba o no regresar al 
trabajo; y tal ofrecimiento tampoco lo formuló verbalmente el patrón ante la Junta 
responsable, en ninguna de las fases de conciliación o de demanda y 
excepciones, es de inferir que fue incorrecto que la Junta en el laudo reclamado 
hubiese determinado que la carga de la prueba correspondía al referido 
trabajador. En efecto, siendo el procedimiento laboral predominantemente oral, 
en términos de lo establecido por el artículo 685 de la Ley Federal del Trabajo, 
era menester que la empresa demandada además de expresarlo en su escrito 
de contestación de demanda, ofreciera al trabajador en forma indubitable la 
indicada reinstalación, solicitando a la Junta que lo requiera a fin de que 
manifestara ante ella, lo que estimara pertinente en relación a la reinstalación de 
que se trata, pues de otra manera debe entenderse que no se le hizo saber al 
trabajador tal ofrecimiento. De ahí, que la Junta responsable no tenía ninguna 
base para determinar que la carga de la prueba correspondía al trabajador, 
máxime que ante la indicada omisión de la empresa demandada de no exhibir 
copia de su escrito de contestación de demanda, para que con la misma se le 
diera vista al quejoso, la Junta responsable no la expidió a costa de la multicitada 
empresa, tal como se lo ordena el artículo 878 III de la invocada ley laboral. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 
48/88. Miguel Pencatl Juárez. 2 de marzo de 1988. Unanimidad de votos. 
Ponente: Juan Manuel Brito Velázquez. Secretario: E. Gustavo Núñez Rivera. 

 
TRABAJO. ES DE BUENA FE EL OFRECIMIENTO QUE SE HAGA EN LOS 
MISMOS O MEJORES TÉRMINOS EN QUE SE VENÍA DESEMPEÑANDO, 
AUNQUE NO SE MENCIONE QUE SE INCLUIRÁN LOS INCREMENTOS 
SALARIALES. Conforme a la jurisprudencia 2a./J. 125/2002 de esta Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, diciembre de 
2002, página 243, para calificar de buena o mala fe el ofrecimiento de trabajo 
deben considerarse las condiciones fundamentales en que se venía 
desarrollando, como son el puesto, el salario, la jornada y el horario de labores. 
Por otra parte, de los artículos 82, 83 y 84 de la Ley Federal del Trabajo, se 
deduce que hasta en tanto no existan los incrementos al sueldo, no pueden 
considerarse como parte del salario; en todo caso, si se demuestra su existencia 
y se discute en juicio sobre su aplicación en beneficio del trabajador, la 
determinación que llegue a tomarse es producto del análisis de las pruebas que 
lleven a demostrar la pretensión deducida. Así, el hecho de que el patrón 
ofrezca el trabajo en los mismos o mejores términos y condiciones en que 
se venía prestando, sin hacer referencia a que se incluyen los incrementos 
que hubiese tenido el salario durante el lapso en que no se desempeñó, no 
ocasiona que el ofrecimiento deba calificarse de mala fe, porque no se 
alteran las condiciones fundamentales de la relación laboral conforme a los 
términos en que se venía desarrollando, puesto que tal aumento sucedió 
con posterioridad a la fecha del despido, además de que tampoco 
demuestra que el oferente carezca de voluntad para reintegrar al trabajador 
en sus labores, porque los incrementos salariales son independientes y 
secundarios a los presupuestos que conformaron el vínculo laboral, por lo 
que dicha situación únicamente da lugar a que la Junta laboral respectiva, 
conforme a las pruebas que se ofrezcan para acreditar el extremo que se 
pretende, condene al pago correspondiente, en caso de que dichos 
incrementos sean aplicables al trabajador y si es que no se cubrieron 
durante el juicio. Clave: 2a./J., Núm.: 43/2007. Contradicción de tesis 
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11/2007-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Séptimo y 
Noveno, ambos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 14 de marzo de 2007. 
Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Óscar Palomo 
Carrasco. Tesis de jurisprudencia 43/2007. Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiuno de marzo de dos mil siete. 
Nota: La tesis 2a./J. 125/2002 citada, aparece publicada con el rubro: 
"OFRECIMIENTO DEL TRABAJO EN LOS MISMOS TÉRMINOS EN QUE SE 
VENÍA DESEMPEÑANDO. PARA CALIFICARLO ES INNECESARIO ATENDER 
A LA FALTA DE PAGO DE PRESTACIONES ACCESORIAS, PUES ELLO NO 
ALTERA LAS CONDICIONES FUNDAMENTALES DE LA RELACIÓN, NI 
IMPLICA MALA FE.". Tipo: Jurisprudencia por Contradicción. Temas: Derecho 
del Trabajo y de la Seguridad Social. Derecho Procesal. 
 

III.- Previamente al examen de los elementos probatorios aportados por las partes en el 
presente conflicto individual de trabajo, debe examinarse si es procedente la 
EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN opuesta por el apoderado legal de las personas 
morales demandada denominadas 

 y 

, respecto a las prestaciones de trabajo 
retroactivas a un año a partir de la fecha de presentación de la demanda, acorde a las 
disposiciones del artículo 516 de la Ley Federal del Trabajo. Hecho lo anterior, de 
antemano se declara la improcedencia de dicha excepción con respecto a la 
Indemnización Constitucional, Indemnización por Antigüedad o Compensatoria, Prima 
de Antigüedad y Salarios Caídos, toda vez que la procedencia sobre las mismas 
depende de las resultas del juicio principal en cuanto a la acción principal. Y por lo que 
respecta a las prestaciones consistentes en: a) Vacaciones, b) Prima Vacacional, y c) 
Aguinaldos, de igual forma SE DECLARA IMPROCEDENTE toda vez que de la 
simple apreciación y lectura del escrito inicial de demanda, se advierte que el 
actor única y exclusivamente reclama, con respecto a las relacionadas bajo los 
incisos a, y c, el correspondiente al penúltimo y parte proporcional del último año 
de servicios prestados, y con respecto a la relacionadas bajo el inciso c, el 
correspondiente al penúltimo año de servicios prestados, es decir, se ajustan al 
término que señala el artículo 516 de la Ley Federal del Trabajo. Por lo que 
respecta al pago por concepto de Alimentos, Ayuda para Transporte y Despensa, se 
determina que de la fecha de presentación de la demanda veintiséis de agosto de dos 
mil once al veintiséis de agosto de dos mil diez, no transcurrió en exceso el término 
establecido por el mencionado artículo 516 de la Ley Laboral en cita, en consecuencia 
NO SE DECLARA PRESCRITA la acción de pago de por concepto de Alimentos, 
Ayuda para Transporte y Despensa, del veintiséis de agosto de dos mil diez al 
veintiséis de agosto de dos mil once. Sin que ello implique la procedencia y condena 
de tales prestaciones, así como el despido que aduce el actor en su demanda 
inicial, lo que queda al arbitrio de esta Autoridad, previo análisis de la acción 
reclamada, de la excepción opuesta y de las probanzas ofrecidas. Esto último con la 
finalidad de cuantificar dichas prestaciones de manera congruente con la demanda, 
ampliación a la misma, contestación y demás pretensiones deducidas en el juicio 
oportunamente en términos de los artículos 841 y 842 de la Ley Federal del Trabajo. 
Sirviendo de sustento los siguientes criterios Jurisprudenciales y Aislados, que a la letra 
dicen: 
 

EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN, ESTUDIO DE LA. Cuando la parte patronal 
hace valer oportunamente la excepción de prescripción respecto de las 
reclamaciones demandadas por el actor, la responsable se encuentra obligada a 
estudiar y determinar la procedencia o improcedencia de aquella,  antes de 
resolver el fondo de la controversia planteada.  PRIMER TRIBUNAL 
COLEGIADO DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO.  Amparo directo 299/95.  Por 
distinción, S.A. de C. V. 3 de agosto de 1995.  Unanimidad de votos.  Ponente:  
José Refugio Raya Arredondo.  Secretario: Salvador Vázquez Vargas.  Novena 
Época.  Instancia Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito.  
Fuente:  Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.  Tomo: III, Marzo de 
1996. Tesis:  XXI.1°. 19L.  Página 937. 
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PRESCRIPCIÓN, EXCEPCIÓN DE. FECHA QUE DEBE TOMARSE COMO 
BASE PARA EL CÓMPUTO. EN CASO DE CONDENA AL OTORGAMIENTO 
DE PRESTACIONES LABORALES. IV. 5º. 3 L. Opuesta la excepción de 
prescripción en términos del artículo 516 de la Ley Federal del Trabajo, en caso 
de dictarse laudo condenatorio, las prestaciones laborales que deben 
considerarse no prescritas son aquellas cuya exigibilidad se generó durante el 
año anterior a la presentación de la demanda y no las del último año de servicios 
prestados, ya que de acuerdo con el artículo 521 fracción I de la ley laboral, no es 
la ruptura de la relación de trabajo la que determina la interrupción del término 
prescriptivo, sino la interposición de la demanda correspondiente, pues de otra 
manera se modificaría ilegalmente el período de exigibilidad de las prestaciones 
aludidas. QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. Amparo 
directo 37/97, Electra, S. A. De C. V., 16 de mayo de 1997. Unanimidad de votos. 
Ponente: Jesús Humberto Valencia Valencia. Secretario: José Manuel Blanco 
Quihuis. Novena Época: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
VI. Agosto 1997. Administrativo. Pág. 784. 
 
PRESCRIPCIÓN. EXCEPCIÓN LIMITANTE. BASTA QUE SE INVOQUE EL 
ARTICULO 516 PARA QUE SE DECLARE SU PROCEDENCIA. I. 7º. T. J/3. Si 
una de las partes opone la excepción de prescripción respecto de la acción 
principal, ésta debe precisar con toda claridad a partir de qué momento corre el 
término prescriptivo  o en cuál concluye, pero tal obligación no se actualiza 
cuando la referida excepción se hace valer como un limitante respecto de las 
prestaciones accesorias, por lo que en tal caso, resulta suficiente que se invoque 
el artículo 516 de la Ley Federal del Trabajo, para que se pueda declarar 
operante la misma. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 
TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 3597/93 José Alberto 
Mandujano González. 9 de junio de 1993. Unanimidad  de votos. Ponente: José 
Manuel Hernández Saldaña. Secretaria Beatriz García Martínez. Amparo directo 
4487/93 Agustina Pascual Quintanilla. 29 de junio de 1993.. Unanimidad  de 
votos. Ponente: José Manuel Hernández Saldaña. Secretaria Sofía Verónica 
Ávalos Díaz. Amparo directo 7917/93 Giuseppe Calcaterra. 26 de octubre de 
1993.. Unanimidad  de votos. Ponente: María Yolanda  Múgica García. Secretario 
Casimiro Barrón Torres. Amparo directo 8727/94 Siglo XXI, S. A. De C. V., y 
otras 25 d octubre de 1994. Unanimidad  de votos. Ponente: María Yolanda 
Mújica  García. Secretario Eduardo Sánchez Mercado..Amparo directo 4947/95 
Alfonso Sámano Colín 8 de junio de 1995. Unanimidad  de votos. Ponente: José 
Manuel Hernández Saldaña. Edna Lorena Hernández Granados. Novena Época: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo II. Agosto 1995. 
Tribunales Colegiados de Circuito. Pág. 370. 
 

PRESCRIPCION. EXCEPCION DE, PUEDE OPONERSE VALIDAMENTE 
AUNQUE SE NIEGUE EL DESPIDO. La excepción de prescripción de la acción 
derivada del despido injustificado puede válidamente oponerse aunque el patrón 
demandado haya negado el despido, toda vez que ello no engendra el 
reconocimiento de los hechos fundatorios de la acción, porque la prescripción es 
una defensa autónoma e independiente del fondo, ya que sus presupuestos 
derivan de elementos extrínsecos y ajenos a la naturaleza de la acción que se 
ejercita, a saber, una relación de fechas y el cómputo del término legal 
correspondiente, todo ello relacionado para determinar si la acción se hizo valer 
dentro o fuera del término legal. Contradicción de tesis 59/93. Entre el Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal 
Colegiado del Cuarto Circuito. 16 de mayo de 1994. Cinco votos. Ponente: 
Ignacio Magaña Cárdenas. Secretario: Martín Angel Rubio Padilla. Tesis de 
Jurisprudencia 19/94. Aprobada por la Cuarta Sala de este alto Tribunal en 
sesión privada del treinta de mayo de mil novecientos noventa y cuatro, por cinco 
votos de los señores Ministros: Presidente Ignacio Magaña Cárdenas, Juan Díaz 
Romero, Felipe López Contreras, Carlos García Vázquez y José Antonio Llanos 
Duarte. Octava Época. Registro: 207701. Instancia: Cuarta Sala. 
Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 78, 
Junio de 1994. Materia(s): Laboral. Tesis: 4a./J. 19/94. Página: 33. 
 
DESPIDO, NEGATIVA DEL, Y EXCEPCION DE PRESCRIPCION. NO SON 
DEFENSAS CONTRADICTORIAS. No es lógico condenar a una empresa que de 
buena fe ofreció el trabajo en los mismos términos y condiciones en que el 
trabajador lo venía desarrollando, sólo porque en el libelo de contestación opuso 



JUNTA LOCAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEL ESTADO DE CAMPECHE 

 

 

12 

 

la excepción de prescripción a la acción de despido injustificado intentada, habida 
cuenta que si el patrón negó haber despedido al trabajador y ofreció admitirlo 
nuevamente en su puesto, en tal caso se establece la presunción de que no fue 
el patrón quien rescindió el contrato de trabajo; por tanto, al no existir separación, 
no existe fecha de referencia que sirva para empezar a contar el término de 
prescripción. Pero si el trabajador insiste en que hubo despido a partir de 
determinada fecha, a él le corresponde la carga de la prueba y la empresa en 
base a la buena fe demostrada, puede oponer ante tal insistencia, entre otros 
medios de defensa, la excepción de prescripción para tales hechos. PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 21/90. 
Lorenzo Guzmán García. 27 de febrero de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: 
Raúl Díaz Infante Aranda. Secretario: Jorge Ojeda Velázquez. Octava Época. 
Registro: 225634. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis Aislada. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo V, Segunda Parte-1. 
Materia(s): Laboral. Página: 180. 

 
IV.- Entrando al estudio de las pruebas ofrecidas por las partes, de las ofrecidas por la 
parte actora se establece que: LAS CONFESIONALES a cargo de las personas 
morales denominadas 

 y 

, por conducto de las personas físicas CC. 

 y 

, quienes 
acreditaron mediante documentación idónea y fehaciente tener facultades bastantes y 
suficientes para absolver posiciones en sus representaciones, respectivamente, así 
como a cargo del 

, NO FAVORECEN a su oferente, toda vez que como consta de autos 
en las audiencias de fechas dieciséis, diecinueve y veinte de mayo de dos mil catorce, 
de fojas 155, 158 y 161, respectivamente, los absolventes de referencias contestaron 
de manera negativa a todas y cada una de las posiciones que les fueran formuladas por 
su contraparte, previa calificación de legales y procedentes, por lo que con sus 
respuestas no se esclarece punto o hecho controvertido alguno. Siendo aplicable para 
mayor sustento legal a lo anteriormente expuesto la siguiente tesis Jurisprudencial que 
a la letra dice: 

 
PRUEBA CONFESIONAL. INTERPRETACIÓN DE LA RESPUESTA 
NEGATIVA DE LAS POSICIONES.  Como el absolvente de acuerdo con el 
artículo 790, fracción VI de la Ley Federal del Trabajo, al responder las 
posiciones que se le formulen tiene únicamente dos alternativas, negar o afirmar, 
entonces, si opta por lo primero, es inconcuso que se tendrán por negados los 
hechos cuestionados y a dicha contestación no se le podrá dar otra 
interpretación. TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 
TERCER CIRCUITO. Amparo directo 394/89. Salvador Rodríguez Salazar y otro. 
24 de enero de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro 
Hidalgo. Secretario: Jorge Humberto Benítez Pimienta. Amparo directo 140/91. 
Nacional de Transportes, S.A. de C.V. 25 de septiembre de 1991. Unanimidad de 
votos. Ponente: José de Jesús Rodríguez Martínez. Secretario: José de Jesús 
Murrieta López. Amparo directo 349/91. José Cruz Cortés Luna. 26 de febrero de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. 
Secretario: Eugenio Isidro Gerardo Partida Sánchez. Amparo directo 513/92. 
Manuel Serrano Alvarado. 11 de noviembre de 1992. Unanimidad de votos. 
Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidalgo. Secretario: Eugenio Isidro Gerardo 
Partida Sánchez. Amparo directo 363/95. Manuela Ramos Rosales. 17 de enero 
de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Andrés Cruz Martínez. Secretario: 
Miguel Ángel Regalado Zamora. Novena Época. Instancia: TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: III, Febrero de 1996. 
Tesis: III.T. J/7. Página:   340. 

 
LA CONFESIONAL a cargo del C. 
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, NO FAVORECE a su oferente, toda vez que como 
consta de autos, en la audiencia de fecha veinte de mayo de dos mil catorce, de fojas 
164, en primer lugar, el absolvente de referencia contestó de manera negativa a las 
posiciones marcadas con los arábigos 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, formuladas 
por su contraparte, por lo que con sus respuestas no se esclarece hecho o punto 
controvertido alguno; y en segundo lugar, con relación a las posiciones marcadas con 
los arábigos 1, 2, 3, 4, 5 y 6, toda vez que si bien es cierto, el absolvente de referencia 
dio contestación a dichas posiciones en sentido afirmativo, no menos cierto es, que con 
relación a los hechos consistentes en la fecha de ingreso, la categoría y salario, no 
existe controversia, pues éstos fueron aceptados por la parte patronal, tal y coma 
consta tanto en el escrito inicial de demanda como de la contestación a la misma. 
Siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anteriormente expuesto y fundado la 
tesis jurisprudencial aplicada con antelación, que por rubro lleva, el siguiente: 
“PRUEBA CONFESIONAL. INTERPRETACIÓN DE LA RESPUESTA NEGATIVA DE 
LAS POSICIONES.”, cuyo contenido literal, por economía procesal se tiene por 
reproducido como si se insertara a la letra. LA INSPECCIÓN OCULAR sobre el 
Contrato Colectivo de Trabajo, correspondencia sindical, escrito sindical solicitando 
laborar horas extras, escrito de autorización de la empresa para laborar horas extras y 
demás oficios sindicales a fines por el período comprendido del veintisiete de agosto de 
dos mil diez al veintiséis de agosto de dos mil once, llevada a cabo por el C. Actuario de 
adscripción, mediante la diligencia de fecha veintiséis de enero de dos mil diecisiete, de 
fojas 185 a 187, NO FAVORECE a su oferente para demostrar lo que pretende, y si por 
el contrario, con base al principio de Adquisición procesal, le perjudica y si le beneficia a 
las personas morales demandadas, toda vez que de la simple apreciación y lectura del 
contenido de dichos documentos y de los cuales dio fe el Funcionario de referencia, se 
desprende lo siguiente: a).- Que existen dos Contrato Colectivo de Trabajo, ambos de 
fecha primero de enero de dos mil once, celebrado por las empresas 

, 

, y el 

, con sello 
original de acuse de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Estado de Campeche, 
b).- Que en dichos contratos, específicamente en sus cláusulas décima estipula que 
queda prohibido a los trabajadores laborar tiempo extraordinario, salvo que exista orden 
por escrito de la empresa, autorizándola o en los casos previstos por los artículos 65 y 
66 de la Ley, y en sus cláusulas vigésima estipula que dichos contratos se celebran por 
tiempo indeterminado y se revisará en términos de los artículos 399 y 399-BIS de la 
Ley, c).- Que existe el original de un escrito de fecha veintiuno de febrero de dos mil 
once, dirigido al 

 representante legal de la empresa 

, en el cual se solicita laborar 
horas extras en la semana del veintiuno al veintiséis de febrero de dos mil once, d).- 
Que existe el original de un escrito de fecha veintiuno de febrero de dos mil once 
dirigido al 

en su carácter de representante legal de 

, en el cual se solicita 
laborar horas extras en la semana del veintiuno al veintiséis de marzo de dos mil once, 
e).- Que existe un escrito original de autorización de la empresa 

, en donde se autoriza 
laborar horas extras los días 23, 24 y 25 de febrero de dos mi once, dirigido al 

 
Secretario General del Sindicato y signado por el 

, y f).- Que existe un escrito 
original de autorización de la empresa 

, en donde se autoriza laborar horas extras 
los días 23, 24 y 25 de marzo de dos mil once, dirigido al C. 
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 Secretario General del 
Sindicato y signado por el 

; es decir, que las empresas al demostrar que existe un 
pacto expreso mediante los contratos colectivos de trabajo señalados líneas 
arriba, en el que aparece cláusula relativa, a que no se puede laborar tiempo 
extraordinario sin el consentimiento del patrón, es a la parte trabajadora a quien 
le corresponde la carga de  la prueba para demostrar que solicitó la autorización, 
que ésta le fue concedida y que prestó sus servicios fuera de su horario normal, 
lo que en el presente caso no aconteció. Máxime que la parte actora no reclama el 
pago de Horas Extras. Siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anteriormente 
expuesto y fundado, las siguientes tesis de Jurisprudenciales y Aisladas, que a la letra 
dicen: 

 
ADQUISICIÓN PROCESAL, PERMITE VALORAR LAS PRUEBAS EN 
CONTRA DE QUIEN LAS OFRECE. Texto: Las pruebas allegadas a juicio a 
través de la patronal, conforme al principio de adquisición procesal, puede 
beneficiar el interés de su contraria, si de las mismas se revelan los hechos que 
pretende probar. TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL 
SEGUNDO CIRCUITO. Precedentes: Amparo directo 263/98. Teodoro Cañas 
López. 9 de junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Salvador Bravo 
Gómez. Secretaria: Lorena Figueroa Mendieta. Amparo directo 898/99. Instituto 
Mexicano del Seguro Social. 2 de diciembre de 1999. Unanimidad de votos. 
Ponente: Alejandro Sosa Ortiz. Secretaria: Leonor Heras Lara. Amparo directo 
747/2000. Sebastián Santín González y otros. 5 de octubre de 2000. Unanimidad 
de votos. Ponente: Salvador Bravo Gómez. Secretario: Willy Earl Vega Ramírez. 
Amparo directo 833/2000. María de los Ángeles Gómez Mateos y otros. 18 de 
enero de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Narváez Barker. 
Secretario: Isaac Gerardo Mora Montero. Amparo directo 480/2001. H. 
Ayuntamiento de Teoloyucan, Estado de México. 31 de agosto de 2001. 
Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Narváez Barker. Secretaria: Leonor 
Heras Lara. Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, 
Tomo V, Materia del Trabajo, página 593, tesis 717, de rubro: "ADQUISICIÓN 
PROCESAL. LAS PRUEBAS DE UNA DE LAS PARTES PUEDEN BENEFICIAR 
A LAS DEMÁS, SEGÚN EL PRINCIPIO DE.". Registro IUS: 188705. 
Localización: Novena Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, Octubre de 2001, p. 825, tesis 
II.T. J/20, jurisprudencia, Laboral. 
 
HORAS EXTRAS. ES VALIDO PACTAR CONTRACTUALMENTE QUE EL 
TRABAJADOR SOLO DEBE LABORARLAS CON AUTORIZACIÓN PREVIA 
POR ESCRITO DEL PATRÓN O DE SUS REPRESENTANTES FACULTADOS 
PARA ELLO. La ejecución del trabajo en tiempo extraordinario debe ser 
ordenada o autorizada por el patrón, y por ello, no debe quedar al arbitrio del 
trabajador el decidir exceder su jornada ordinaria de trabajo, creando también a 
su arbitrio la obligación patronal del pago. Así, en un contrato individual o 
colectivo de trabajo es legalmente válido pactar expresamente, que el trabajador 
solamente estará obligado a laborar tiempo extraordinario en tanto exista en su 
poder orden previa por escrito del patrón o de sus representantes facultados para 
ello, en que se señalen claramente las labores a desarrollar y el tiempo 
requerido. De esta manera, al existir el mandato expreso por escrito para laborar 
tiempo extraordinario, y una vez ejecutado éste, se le facilita al trabajador exigir 
la procedencia de su pago al exhibir esa autorización, así como el impedimento 
para el patrón de exigir una prolongación de la jornada que exceda los 
lineamientos establecidos por la Ley Federal del Trabajo. Sin embargo, la 
estipulación en comentario no solamente debe adecuarse a las consecuencias 
que sean conformes a las normas de trabajo, sino también a aquellas que sean 
acordes a la buena fe y la equidad, tal como lo exige el artículo 31 de la propia 
ley laboral, de donde resulta entonces que, la existencia de ese pacto 
únicamente crea la presunción de que sólo se debió laborar tiempo extraordinario 
previa orden escrita del patrón, presunción que por sí sola no es suficiente para 
relevar a este último de la carga probatoria cuando el trabajador afirme haber 
laborado horas extras o una jornada superior a lo legal o contractualmente 
convenida; pero si la parte patronal demuestra fehacientemente con otros 
elementos de prueba que cuando en su empresa se desarrolló tiempo extra 
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fue porque existió la orden escrita para ello, la mencionada presunción 
queda corroborada y traerá como consecuencia que sea el trabajador quien 
deba demostrar que existió el mandato escrito, o que, aun sin él pero con el 
consentimiento del empleador, laboró el tiempo extraordinario que reclama. 
Contradicción de tesis 42/93. Entre el Cuarto y Noveno Tribunales Colegiados 
en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 2 de mayo de 1994. Mayoría de cuatro 
votos. Ponente: José Antonio Llanos Duarte. Secretario : Daniel Cabello 
González. Tesis de Jurisprudencia 16/94. Aprobada por la Cuarta Sala de este 
alto Tribunal en sesión privada del dos de mayo de mil novecientos noventa y 
cuatro, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros: Presidente Ignacio 
Magaña Cárdenas, Felipe López Contreras, Carlos García Vázquez y José 
Antonio Llanos Duarte, en contra del emitido por el Ministro Juan Díaz Romero. 
No. Registro: 207,707. Jurisprudencia. Materia(s):Laboral.  Octava Época. 
Instancia: Cuarta Sala. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Tomo: 77, Mayo de 1994. Tesis: 4a./J. 16/94. Página: 28. Genealogía: Apéndice 
1917-1995, Tomo V, Primera Parte, tesis 227, página 148. 
 
HORAS EXTRAORDINARIAS, CARGA DE LA PRUEBA DE LAS, CUANDO SE 
PACTO AUTORIZACIÓN PREVIA DEL PATRÓN PARA LABORARLAS. En la 
hipótesis en que un contrato laboral aparezca cláusula relativa, a que no se 
puede laborar tiempo extraordinario sin el consentimiento del patrón, 
corresponde al peticionario evidenciar que solicitó la autorización, que ésta 
le fue concedida y que prestó servicios fuera de su horario normal, o bien, 
que su empleador le requirió esas faenas. QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO 
EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 5825/89. 
Hipólito Flores Soñales. 5 de octubre de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gemma de la Llata Valenzuela. Secretario: Erubiel Arenas González. Amparo 
directo 3975/91. Rolando Aguilar Padilla. 4 de junio de 1991. Unanimidad de 
votos. Ponente: Rafael Barredo Pereira. Secretario: Vicente Angel González. 
Amparo directo 4235/94. Manuel Monroy Téllez y otros. 31 de mayo de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Rafael Barredo Pereira. Secretario: Vicente Angel 
González. Amparo directo 11915/95. Víctor Araujo Girón. 11 de enero de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gemma de la Llata Valenzuela. Secretario: José 
Francisco Cilia López. Amparo directo 1855/96. Ignacio Zúñiga Zúñiga. 7 de 
marzo de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Gemma de la Llata Valenzuela. 
Secretaria: María Isabel Haruno Takata Gutiérrez. No. Registro: 202,832. 
Jurisprudencia. Materia(s): Laboral. Novena Época. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. III, Abril de 1996. Tesis: I.5o.T. J/4. Página: 242. 

 
HORAS EXTRAS. CUANDO EL PATRÓN NIEGA QUE EL TRABAJADOR LAS 
HAYA LABORADO POR EXISTIR PACTO EXPRESO DE QUE ÚNICAMENTE 
PODÍA HACERLO PREVIA AUTORIZACIÓN POR ESCRITO, ES 
IRRELEVANTE QUE NO EXPRESE EL NOMBRE Y PUESTO DE LAS 
PERSONAS QUE LO HACÍAN, NI QUE SU OBSERVANCIA ERA UNA 
COSTUMBRE. Si un trabajador demanda el pago de horas extras y el patrón 
niega que las haya laborado en virtud de que existe pacto expreso de que aquél 
únicamente podrá laborarlas en tanto exista autorización previa por escrito del 
patrón o de sus representantes facultados para ello en la que se señalen 
claramente las labores a desarrollar y el tiempo requerido, ello es suficiente para 
que opere dicha defensa y el patrón esté en posibilidad de acreditar su 
eficacia mediante la comprobación de la existencia de la cláusula relativa y 
que ésta era observada en la fuente de trabajo, esto es, que cuando se 
laboraba tiempo extraordinario era mediante autorización expresa del 
patrón, siendo irrelevante que éste no exprese en su contestación el 
nombre y puesto de las personas que lo hacían, ni que la observancia de la 
cláusula era una costumbre. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. Amparo directo 354/2004. 
Angélica de la Peña Ordorica. 11 de octubre de 2004. Unanimidad de votos. 
Ponente: Hugo Gómez Ávila. Secretario: Aldo Salvador Santiago González.  No. 
Registro: 179,303. Tesis aislada. Materia(s): Laboral. Novena Época. Instancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. XXI, Febrero de 2005. Tesis: III.2o.T.143 L. Página: 1695. 

 
LAS PRESUNCIONES LEGALES Y HUMANAS E INSTRUMENTAL DE 
ACTUACIONES, NO FAVORECEN a su oferente, es decir, con relación a las personas 
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morales demandadas denominadas 

 y 

, éstas responsables solidaria y 
mancomunadamente de las obligaciones derivadas de la relación de trabajo 
(responsabilidad que más adelante se estudiará y desarrollara con la finalidad de no ser 
repetitivos sobre una misma determinación), en virtud de que el actor no probó la 
existencia del despido injustificado del que aduce fue objeto, y que de acuerdo a la 
carga procesal le correspondió probar. 
 
De las pruebas ofrecidas por las personas morales demandadas denominadas 

 y 

, se 
determina lo siguiente: LA CONFESIONAL a cargo del C. 

, NO FAVORECE a su 
oferente, toda vez que como consta de autos en la audiencia de fecha cinco de junio de 
dos mil catorce, de foja 169, el absolvente, en primer lugar, contestó de manera 
negativa a las posiciones marcadas con los arábigos 1, 2, 4, 5, 6 y 7, formuladas por su 
contraparte, previa calificación y aceptación por parte de esta Autoridad, por lo que son 
sus respuestas no se esclarece hecho o punto controvertido alguno, y en segundo 
lugar, el hecho contenido en la posición marcada con el arábigo 2, toda vez que si bien 
es cierto, el absolvente de referencia dio contestación a dicha posición en sentido 
afirmativo y negativo, también lo es, que dicha respuesta, no puede tenerse como una 
verdadera confesión, dado que no contiene la afirmación clara del hecho que en un 
momento dado perjudique a quien la externa, pues su falta de claridad puede ser 
interpretada en uno u otro sentido, si se toma en cuenta que por una parte afirma que 
siempre le pagaron los aguinaldos, y por otra lo niega, siendo menester transcribir 
literalmente la misma, y que de acuerdo a la posición, con su respectiva respuesta, 
consta lo siguiente: “. . . 3.- EL ABSOLVENTE DIRÁ: QUE DURANTE LA 
PRESTACIÓN DE SUS SERVICIOS EN LAS EMPRESAS CONSTRUCTORA 
ESCALANTE, S.A. DE C.V.  Y CONSTRUCCIONES Y MATERIALES PENINSULARES, 
S.A. DE C.V. SIMPRE SE LE PAGARON SUS AGUINALDOS. 3.- POSC.- RESP.- mis 
aguinaldos si, no.”. Siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anteriormente 
expuesto y fundado la tesis jurisprudencial aplicada con antelación, que por rubro lleva, 
el siguiente: “PRUEBA CONFESIONAL. INTERPRETACIÓN DE LA RESPUESTA 
NEGATIVA DE LAS POSICIONES.”, misma que fuese aplicada líneas arriba, cuyo 
contenido literal, por economía procesal se tiene por reproducido como si se  insertaran 
a la letra, así como también las siguientes:  
 

CONFESIÓN EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL.  Por confesión debe 
entenderse el reconocimiento que una persona hace de un hecho propio que se 
invoca en su contra, y dicha prueba sólo produce efectos en lo que perjudica a 
quien la hace. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 
Octava Época: Amparo directo 486/89. Margarito Miranda Castelán y otro. 25 de 
enero de 1990. Unanimidad de votos. Amparo directo 288/90. Imaginación y 
Construcción Aluminio y Vidrio, S. A. de C. V. 15 de agosto de 1990. Unanimidad 
de votos. Amparo directo 213/91. José Francisco del Fabbro Jiménez y otra. 4 de 
junio de 1991. Unanimidad de votos. Amparo directo 272/91. Textiles La Josefina, 
S. A. de C. V. 9 de julio de 1991. Unanimidad de votos. Amparo directo 394/91. 
José Luis Salazar Esperón. 2 de octubre de 1991. Unanimidad de votos. NOTA:  
Tesis VI.2º.J/163, Gaceta número 48, Pág. 86; Semanario Judicial de la 
Federación, tomo VIII-Diciembre, Pág. 103. Octava Época. Instancia: SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente: Apéndice de 1995. 
Tomo: Tomo V, Parte TCC. Tesis: 642. Página:   431. 
 
CONFESIÓN JUDICIAL Y EXTRAJUDICIAL.  La confesión no sólo es aquella 
que se produce al responder afirmativamente a una pregunta de la parte 
contraria, al absolver posiciones  (confesión judicial) sino también la extrajudicial 
que se contiene en la demanda, en la contestación o en cualquier acto del juicio. 
(D-7003/58, Ferrocarriles Nacionales de México, 9 de marzo de 1961.)  
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CONFESIÓN, REQUISITOS PARA QUE SE CONFIGURE UNA.  Las 
manifestaciones de las partes existentes en las actuaciones del juicio, para que 
constituyan una confesión deben contener la afirmación clara de uno o 
varios hechos que perjudiquen a quien las externa; de  suerte que, las 
aseveraciones que, por su falta de claridad, pueden ser interpretadas en 
uno u otro sentido, no pueden tenerse como verdaderas confesiones.  
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO.  
Octava época.  Amparo Directo 107/90.  Antonio Villanueva Pérez.  9 de Mayo de 
1990.  Unanimidad de votos.  Amparo Directo 142/90.  Jesús Churape García.  
27 de Junio de 1990.  Unanimidad de votos.  Amparo Directo 332/90.  Nuevas 
tecnologías aplicadas a la manufactura, S.A. de C.V.  16 de Enero de 1991.  
Unanimidad de votos.  Amparo Directo 75/91.  Compañía Hulera Euzkadi, S.A. 15 
de Mayo de 1991.  Unanimidad de votos.  Amparo Directo 170/91. Francisco 
Hurtado Ortiz y otros.  11 de septiembre de 1991.  Unanimidad de votos.   Tesis 
III.T.J/23,Gaceta No. 47, página 83;  Semanario Judicial de la Federación, Tomo 
VIII,   Noviembre, página 109. 

 
LA INSPECCIÓN OCULAR sobre el Contrato Colectivo de Trabajo, correspondencia 
sindical, escrito sindical solicitando laborar horas extras, escrito de autorización de la 
empresa para laborar horas extras y demás oficios sindicales a fines por el período 
comprendido del veintisiete de agosto de dos mil diez al veintiséis de agosto de dos mil 
once, llevada a cabo por el C. Actuario de adscripción, mediante la diligencia de fecha 
veintiséis de enero de dos mil diecisiete, de fojas 185 a 187, FAVORECE a su oferente 
para demostrar lo que pretende, toda vez que de la simple apreciación y lectura del 
contenido de dichos documentos y de los cuales dio fe el Funcionario de referencia, se 
desprende lo siguiente: a).- Que existen dos Contrato Colectivo de Trabajo, ambos de 
fecha primero de enero de dos mil once, celebrado por las empresas 

, 

, y el 

, con sello 
original de acuse de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Estado de Campeche, 
b).- Que en dichos contratos, específicamente en sus cláusulas décima estipula que 
queda prohibido a los trabajadores laborar tiempo extraordinario, salvo que exista orden 
por escrito de la empresa, autorizándola o en los casos previstos por los artículos 65 y 
66 de la Ley, y en sus cláusulas vigésima estipula que dichos contratos se celebran por 
tiempo indeterminado y se revisará en términos de los artículos 399 y 399-BIS de la 
Ley, c).- Que existe el original de un escrito de fecha veintiuno de febrero de dos mil 
once, dirigido al 

 representante legal de la empresa 

, en el cual se solicita laborar 
horas extras en la semana del veintiuno al veintiséis de febrero de dos mil once, d).- 
Que existe el original de un escrito de fecha veintiuno de febrero de dos mil once 
dirigido al 

 en su carácter de representante legal de 

, en el cual se solicita 
laborar horas extras en la semana del veintiuno al veintiséis de marzo de dos mil once, 
e).- Que existe un escrito original de autorización de la empresa 

, en donde se autoriza 
laborar horas extras los días 23, 24 y 25 de febrero de dos mi once, dirigido al 

 
Secretario General del Sindicato y signado por el 

, y f).- Que existe un escrito 
original de autorización de la empresa 

, en donde se autoriza laborar horas extras 
los días 23, 24 y 25 de marzo de dos mil once, dirigido al 
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 Secretario General del 
Sindicato y signado por el 

; es decir, que las empresas al demostrar que existe un 
pacto expreso mediante los contratos colectivos de trabajo señalados líneas 
arriba, en el que aparece cláusula relativa, a que no se puede laborar tiempo 
extraordinario sin el consentimiento del patrón, es a la parte trabajadora a quien 
le corresponde la carga de  la prueba para demostrar que solicitó la autorización, 
que ésta le fue concedida y que prestó sus servicios fuera de su horario normal, 
lo que en el presente caso no aconteció. Máxime que la parte actora no reclama el 
pago de Horas Extras. Robusteciéndose tal aserto con la diversa Inspección Ocular 
ofertada por la parte actora en el mismo sentido, y que por obvia razón se adminicula a 
la presente probanza. Siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anteriormente 
expuesto y fundado las tesis Jurisprudenciales y Aisladas, aplicadas con antelación, 
que por rubro llevan, el siguiente: “HORAS EXTRAS. ES VALIDO PACTAR 
CONTRACTUALMENTE QUE EL TRABAJADOR SOLO DEBE LABORARLAS CON 
AUTORIZACIÓN PREVIA POR ESCRITO DEL PATRÓN O DE SUS 
REPRESENTANTES FACULTADOS PARA ELLO.”, “HORAS EXTRAORDINARIAS, 
CARGA DE LA PRUEBA DE LAS, CUANDO SE PACTO AUTORIZACIÓN PREVIA 
DEL PATRÓN PARA LABORARLAS.”, y “HORAS EXTRAS. CUANDO EL PATRÓN 
NIEGA QUE EL TRABAJADOR LAS HAYA LABORADO POR EXISTIR PACTO 
EXPRESO DE QUE ÚNICAMENTE PODÍA HACERLO PREVIA AUTORIZACIÓN POR 
ESCRITO, ES IRRELEVANTE QUE NO EXPRESE EL NOMBRE Y PUESTO DE LAS 
PERSONAS QUE LO HACÍAN, NI QUE SU OBSERVANCIA ERA UNA 
COSTUMBRE.”, cuyos contenidos literales, por economía procesal se tienen por 
reproducidos como si se insertaran a la letra. LAS PRESUNCIONES LEGALES Y 
HUMANAS E INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES, FAVORECEN a su oferente, toda 
vez que la parte actora no demostró la existencia del despido injustificado del que adujo 
fue objeto, y que de acuerdo a la carga procesal le correspondió probar.  
 
V.- Con relación al capítulo de prestaciones reclamadas por el actor 

 en su escrito 
inicial de demanda, esta Autoridad determina que con respecto a las personas morales 
patronales demandadas denominadas 

 y 

, responsables solidaria y 
mancomunadamente de las obligaciones derivadas de la relación de trabajo 
(responsabilidad que más adelante se estudiará y desarrollara con la finalidad de no ser 
repetitivos sobre una misma determinación), resulta procedente absolverlas al pago de 
las siguientes prestaciones: 1.- Indemnización Constitucional, y 2.- Salarios Caídos, en 
virtud de que éstas dependen de la acción principal, la cual no acreditó el actor, es 
decir, la existencia del despido injustificado, y que de acuerdo a la litis planteada le 
correspondió probar, 3.- Indemnización por Antigüedad toda vez que esta prestación 
únicamente procede en los casos que señalan los artículos 49, 52 y 947 de la Ley en 
comento, es decir, que en atención a que los artículos 123, Fracción XXII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 48 de la Ley Federal del 
Trabajo, no disponen que cuando se ejercitan las acciones derivadas de un Despido 
injustificado procede el pago de la Indemnización consistente en 20 días de salario por 
cada año de servicios prestados, a que se refiere el artículo 50, Fracción II de la Ley 
citada, se concluye que dicha prestación únicamente procede en los casos que señalan 
los artículos 49, 52 y 947 de la Ley en comento, pues su finalidad es la de resarcir o 
recompensar al trabajador del perjuicio que se le ocasiona por no poder seguir 
laborando en el puesto que desempeñaba por una causa ajena a su voluntad, bien 
porque el patrón no quiere reinstalarlo en su trabajo, bien porque aquel se vea 
obligado a romper la relación laboral por una causa imputable al patrón, o sea, 
que tal indemnización constituye una compensación para el trabajador, que no 
puede continuar desempeñando su trabajo; 4.- Pago por concepto de Alimentos por 
la cantidad de $******** quincenales, 5.- Pago por concepto de Ayuda para Transporte 
por la cantidad de $***** quincenales, y 6.- Pago por concepto de Despensa por la 
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cantidad de $****** quincenales, en virtud de ser prestaciones extralegales, el actor no 
demostró que el patrón se los otorgara o cubriesen, ello así, pues tratándose de este 
tipo de prestaciones extralegales, quien la invoque a su favor tiene no sólo el deber de 
probar la existencia de las mismas, sino los términos en que fueron pactados, debido a 
que, se trata de prestaciones que rebasan los mínimos contenidos en la ley y que deriva 
lógicamente de un acuerdo de voluntades entre las partes contratantes, lo que no 
aconteció en el presente asunto laboral; y 7.- El pago de la cantidad correspondiente a 
las cuotas y aportaciones correspondientes al Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR), 
toda vez que en primer lugar, el pago de éstas aportaciones es una obligación que 
deber realizar la parte patronal directamente ante las Instituciones respectivas, y no 
como en el presente caso, la trabajadora quien demanda le sea cubierto a ella dichos 
pagos, y en segundo lugar, Tomando en consideración el Decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación del veinticuatro de diciembre de dos mil dos, en el que se 
reformó el artículo Noveno transitorio del Decreto de Ley de los sistemas de Ahorro 
para el Retiro, en virtud del cual, las cuentas individuales de dicho sistema se 
cancelaron y los recursos acumulados fueron transferidos al Gobierno Federal, 
quien a su vez transfirió el cinco de estos al Instituto Mexicano del Seguro Social, para 
atender las solicitudes de retiro o traspaso; lo anterior, al haber fenecido el período de 
transición de seis meses después de la publicación de dicho decreto, en el que las 
instituciones administrativas de dichos fondos, estaban obligadas a atender y tramitar 
los procedimientos de individualización, traspaso y retiro de recursos, requiriendo para 
tal efecto al Instituto Mexicano del Seguro Social e Instituto del Fondo Nacional para la 
Vivienda de los Trabajadores la entrega de los recursos correspondientes, mismo que 
venció el veinticinco de junio de dos mil tres; por lo que a partir de esa fecha, se 
encuentran impedidas para realizar algún trámite relacionado con los recursos de que 
se trata, situación que hace improcedente tal reclamo, como se advierte, el trabajador 
puede reclamarlo directamente ante dichas instituciones y no por conducto de la que 
actúa, que por cierto no es competente en virtud de dicho Decreto. Siendo menester, 
transcribir para mayor ilustración a lo anterior, el Decreto, en el que en su parte 
conducente dice: “. . .Artículo Tercero.- A la entrada en vigor del presente artículo, 
los depósitos derivados del Seguro de Retiro previsto en la Ley del Seguro social 
vigente hasta el 30 de junio de 1997, que no se hayan traspasado a una 
administradora de fondos para el retiro, en virtud de no haber sido posible su 
individualización o la identificación de su titular, se cancelará de la cuenta 
concentradora…”. Adicionalmente se deberá proceder como sigue: “I.- Una vez 
que se dé la cancelación de estos depósitos, el Gobierno Federal transferirá al 
Instituto Mexicano del Seguro social, recursos por un monto equivalente al 5% de 
la que representen los depósitos a que se refiere el primer párrafo de este 
artículo, para que se constituya en el propio instituto un fondo de reserva. Este 
fondo se destinará a atender las solicitudes de envío o pago que se puedan 
presentar por parte de los trabajadores o sus beneficiarios y el fondo se operará 
conforme a los procedimientos que determine el Instituto Mexicano del Seguro 
Social. II.- Durante un plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor del 
presente artículo, las Instituciones de Crédito que dejen de operar y administrar 
las cuentas individuales deberán de conservar la información de ésta y atender 
los trámites de individualización, traspaso a las administradoras de fondos para 
el retiro y retiros que soliciten los trabajadores o sus beneficiarios que acrediten 
la titularidad de una cuenta individual, utilizando para tal efecto los recursos de 
fondo a que se refiere la fracción anterior. Para tales propósitos, los Recursos del 
seguro de retiro y sus intereses deberán ser entregados a las Instituciones de 
Crédito respectivas por el Instituto Mexicano del Seguro social. VII.- Una vez 
concluido el plazo de seis meses a que se refiere la fracción II de este artículo, los 
trámites de acreditación de la titularidad de los recursos de la subcuenta del 
seguro de retiro por parte de un trabajador o sus beneficiarios deberán realizarse 
ante el Instituto Mexicano del Seguro social, en las oficinas que éste determine, el 
cual enviará los recursos a la administradora de fondos para el retiro en que se 
encuentre registrado el trabajador o, de ser procedente, realizará el pago de los 
mismos en efectivo reconociéndose interese en los mismos términos de lo 
previsto en la fracción III….”, Quedando a salvo los derechos del trabajador 
demandante para hacerlos valer mediante la vía y autoridad correspondiente. 
CON EXCEPCIÓN de las siguientes prestaciones: a).- Prima de Antigüedad, toda vez 
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que de acuerdo a una recta y sana interpretación del artículo 162 fracción I, II y III, 485 
y 486 de la Ley Federal del Trabajo, que en sus partes conducentes dicen lo siguiente: 
“Art. 162.- Los trabajadores de planta tienen derecho a una prima de antigüedad, de 
conformidad con las normas siguientes: I. La prima de antigüedad consistirá en el 
importe de doce días de salario, por cada año de servicios; II.- Para determinar el 
monto del salario, se estará a lo dispuesto en los artículos 485 y 486; III.- La prima 
de antigüedad se pagará a los trabajadores que se separen voluntariamente de su 
empleo, siempre que hayan cumplido quince años de servicios, por lo menos. 
Asimismo se pagará a los que se separen por causa justificada y a los que sean 
separados de su empleo, independientemente de la justificación o injustificación . 
. . . . Art. 485.- La cantidad que se tome como base para el desahogo de las 
indemnizaciones no podrá ser inferior al salario mínimo. Art. 486.- Para 
determinar las indemnizaciones a que se refiere este título, si el salario que 
percibe el trabajador excede del doble del salario mínimo del área geográfica de 
aplicación a que corresponda el lugar de prestación del trabajo, se considerará 
esa cantidad como salario máximo. Si el Trabajo se presta en lugares de 
diferentes áreas geográficas de aplicación, el salario máximo será el doble del 
promedio de los salarios mínimos respectivos.”, los trabajadores que tengan más 
de quince años de servicios cumplidos, por lo menos, tendrán derecho a dicha 
prestación, por lo que en el presente caso tomando en cuenta la fecha de ingreso del 
actor (uno de julio de mil novecientos noventa y seis), el cual fue reconocido por la parte 
patronal y la fecha del supuesto despido (ocho de julio de dos mil once) aun cuando 
ésta no haya sido acreditada, se desprende, que el actor de referencia, cuenta con 
quince años de servicios cumplidos, por tanto, le corresponde dicha prestación; b).- 
Vacaciones y Prima Vacacional correspondientes al penúltimo y parte proporcional del 
último año de servicios, y c).- Aguinaldos correspondientes al año dos mil diez, toda vez 
que al existir controversia sobre éstas prestaciones, es a la parte demandada a quien le 
corresponde la carga de la prueba para demostrar que efectivamente no los laboró o 
que se los pagó, pues es quien cuenta con los medios probatorios idóneos y 
fehacientes para tal aserto, lo anterior de acuerdo a una recta y sana interpretación de 
los artículos 784 y 804 de la Ley Federal del Trabajo, lo que en el presente caso no 
aconteció. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
Con respecto a la prestación consistente en el Reparto de Utilidades, toda vez que el 
actor no demostró que previamente al juicio laboral agotara el procedimiento 
contemplado en el Artículo 125 de la Ley Federal del Trabajo, o bien, que el monto que 
le corresponde se encuentre establecido en cantidad líquida y determinada y en forma 
definitiva por las autoridades hacendarías, estando ésta Autoridad en imposibilidad para 
emitir dicho reclamo, se dejan a salvo los derechos del actor 

 para que lo ejerza en la 
vía y forma que estime procedente, al carecer de los elementos para resolver al 
respecto, al no encontrarse fincado un derecho específico a determinada cantidad y 
después de seguir el procedimiento que fija el capítulo VIII del título tercero de la Ley en 
comento, artículos 117 a 131; y, en especial, lo dispuesto por el artículo 125 de ese 
ordenamiento. - - - - - - - - - - - - - -  - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
Siendo menester hacer las aclaraciones siguientes: I.- En cuanto al salario diario, 
aludido por la parte actora en su escrito de demanda inicial, al respecto no existe litis, 
ya que fue un hecho aceptado por la patronal, como consta en el escrito de 
contestación, en consecuencia, la que actúa determina que el salario diario que percibía 
el actor era la cantidad de $******; II.- En consecuencia, por lo que se refiere a las 
prestaciones relacionadas bajo los incisos b, y c, se cuantificarán con el salario diario 
de $******, y la prestación relacionada bajo el inciso a, se determinará en términos de lo 
establecido por los artículos 162 fracción II, 485 y 486 de la Ley Federal del Trabajo, y 
III.- Con base a lo anterior, se advierte lo siguiente: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
A).- Que con respecto a la Prima de Antigüedad, correspondiente a todo el tiempo de 
servicios prestados, toda vez que de acuerdo a una recta y sana interpretación del 
artículo 162 fracción I, II y III, 485 y 486 de la Ley Federal del Trabajo, que en sus 
partes conducentes dicen lo siguiente: “Art. 162.- Los trabajadores de planta tienen 
derecho a una prima de antigüedad, de conformidad con las normas siguientes: I. La 
prima de antigüedad consistirá en el importe de doce días de salario, por cada 
año de servicios; II.- Para determinar el monto del salario, se estará a lo dispuesto 
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en los artículos 485 y 486; III.- La prima de antigüedad se pagará a los 
trabajadores que se separen voluntariamente de su empleo, siempre que hayan 
cumplido quince años de servicios, por lo menos. Asimismo se pagará a los que 
se separen por causa justificada y a los que sean separados de su empleo, 
independientemente de la justificación o injustificación . . . . . Art. 485.- La 
cantidad que se tome como base para el desahogo de las indemnizaciones no 
podrá ser inferior al salario mínimo. Art. 486.- Para determinar las 
indemnizaciones a que se refiere este título, si el salario que percibe el trabajador 
excede del doble del salario mínimo del área geográfica de aplicación a que 
corresponda el lugar de prestación del trabajo, se considerará esa cantidad como 
salario máximo. Si el Trabajo se presta en lugares de diferentes áreas geográficas 
de aplicación, el salario máximo será el doble del promedio de los salarios 
mínimos respectivos.”, los trabajadores que tengan más de quince años de servicios 
cumplidos, por lo menos, tendrán derecho a dicha prestación, por lo que en el presente 
caso tomando en cuenta la fecha de ingreso del actor (uno de julio de mil novecientos 
noventa y seis), el cual fue reconocido por la parte patronal y la fecha del supuesto 
despido (ocho de julio de dos mil once), se desprende, que el actor de referencia, 
cuenta con quince años, siete días de servicios cumplidos, por tanto, le corresponde 
dicha prestación; por tanto, tomando en cuenta que la fecha de ingreso, y la fecha del 
supuesto despido (que no fue acreditado) el ocho de julio de dos mil once, se advierte 
que laboró aproximadamente quince años, siete días, y por ende, le corresponde 180 
días de salario, es decir, por los quince años, siete días, de servicios, ésta que de 
acuerdo al artículo 162 fracción I, de la Ley Laboral vigente, a los trabajadores les 
corresponde el derecho al pago de ésta prestación accesoria de la acción principal, 12 
días por cada año de servicios, misma prestación accesoria, que se deberá pagar de 
conformidad con lo estipulado en los artículos 485 y 486 de la Ley en comento, es decir, 
con el doble del salario mínimo del área geográfica de aplicación a que corresponda el 
lugar de prestación del trabajo, considerándose esa cantidad como salario máximo, 
toda vez que el salario del trabajador excede del doble del salario mínimo, tomando en 
cuenta que el salario mínimo en el año 2011 es de $56.70, por ende el doble 
corresponde a $113.40, esto último como se desprende de lo establecido por la 
Comisión Nacional de Salarios Mínimos vigentes a partir del primero de enero de dos 
mil once, mediante resolución emitida por el Consejo de Representantes de dicha 
Comisión el dieciocho de diciembre de dos mil diez, resolución publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el día veintitrés de diciembre de dos mil diez, ésta última la cual 
esta autoridad está obligada a tomar en cuenta, pues se tratan de decretos de interés 
general indicados en el Diario Oficial de la Federación, y para mayor esclarecimiento, se 
obtiene, con base a la siguiente tabla aritmética 180x$******=$*********; - - - - - - - - -  
B).- Que con respecto a las Vacaciones y Prima Vacacional correspondiente al 
penúltimo y parte proporcional del último año de servicios prestados, tomando en 
cuenta que la fecha de ingreso fue el uno de julio de mil novecientos noventa y seis, y la 
fecha del supuesto despido el ocho de julio de dos mil once, se advierte que laboró 
aproximadamente quince años de servicios cumplidos, y por ende, le corresponde, 36 
días de salario, es decir, 18 y 18 días de salario, por el penúltimo y último año de 
servicios prestados, ello de acuerdo al artículo 76 de la Ley Laboral, que establece que 
a los trabajadores les corresponde el derecho al disfrute de vacaciones que se genera 
por el tiempo de prestación de los servicios; y así se obtiene que por el primer año, el 
trabajador se hará acreedor a cuando menos seis días laborables, y aumentará en dos 
días laborables hasta llegar a doce, por cada año subsecuente de servicios, es decir, al 
segundo año serán ocho, al tercero diez, y, al cuarto doce; y para el caso de los 
trabajadores que tuvieran más años, después del cuarto año, el período de vacaciones 
se le aumentará en dos días por cada cinco de servicio y así sucesivamente, y como en 
el presente caso acontece, le corresponde 18 y 18 días de salario, por el décimo cuarto 
y décimo quinto año de servicios prestados, más la prestación accesoria del 25%, 
respectivamente, que se deberá pagar con base al salario diario percibido por el 
trabajador de $194.80, y para mayor esclarecimiento, se obtiene con base a la siguiente 
tabla aritmética 36X$******=$********+25%=$********; - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
y, C).- En cuanto a los Aguinaldos correspondientes a los 15 días, tomando en 
consideración que el demandante reclama por el año dos mil diez, que la fecha de 
ingreso fue el uno de julio de mil novecientos noventa y seis, que la fecha del supuesto 
despido el ocho de julio de dos mil once, que de acuerdo al artículo 87 de la Ley 
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Laboral, a los trabajadores les corresponde 15 días de salario de manera anual, luego 
entonces, se colige que por el año dos mil diez, le corresponde 15 días de salario, esto 
último obtenido con base a la cuantificación aritmética siguiente: al haber laborado el 
actor en el año dos mil diez, doce meses, ubicándose a los 15 días de aguinaldo, y por 
último se multiplica por el salario diario ($******), y para mayor esclarecimiento se 
obtiene realizando la siguiente tabla aritmética 15x$******=$********. - - - - - - - - - - - -  
Lo anteriormente expuesto y fundado, es con la finalidad de realizar la cuantificación 
correcta fundada y motivada sobre los pagos de las prestaciones condenadas, dictando 
esta autoridad la presente resolución a buena fe guardada, a verdad sabida y 
apreciando los hechos en conciencia, sin necesidad de sujetarse a reglas o formulismos 
sobre estimación de pruebas, pero expresando los motivos y fundamentos en que se 
apoya, siendo claro, preciso y congruente con la demanda y demás pretensiones 
deducidas oportunamente en el juicio de conformidad con lo estipulado en los artículos 
841 y 842 de la  Ley Federal del Trabajo en vigor.  
 

 
Concepto Días Salario 

diario 
ordinario 

Monto de Condena. 

Prima de 
Antigüedad 

180 $****** (al 
doble) 

$********* 

Vacaciones 36 $****** $******** 

Prima 
Vacacional 

25% $****** $******** 

Aguinaldos 15 $****** $******** 

 
Siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anterior las siguientes tesis 
Jurisprudenciales y Aisladas, que la letra dicen: 
 

PRUEBA, CARGA  DE LA. CORRESPONDE INVARIABLEMENTE AL 
PATRÓN EN LOS CASOS DEL ARTÍCULO 784 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO. De las disposiciones contenidas en el Artículo 784 de la Ley Federal 
del Trabajo, se entiende que, cuando se suscite discusión de juicio sobre las 
circunstancias y las prestaciones que ese precepto enuncia, entonces 
corresponde invariablemente al patrón acreditar lo concerniente a las mismas, 
mediante la presentación de los documentos relativos, los cuales inclusive tiene 
obligación de conservar y exhibir por imperativo del diverso artículo 804 de la 
propia ley; sin que sea necesario que la Junta que conozca de la controversia lo 
requiera para que los aporte, con el apercibimiento que de no hacerlo se 
presumirán ciertos los hechos alegados por el trabajador, de acuerdo con la 
primera parte del Artículo primeramente citado, pues, atendiendo a los términos 
en que esta redactado ese precepto, ha de entenderse que la Junta debe hacer 
tal requerimiento solo cuando la carga de la prueba corresponde al trabajador y 
aquella lo exima de esa obligación procesal, por considerar que por otros medios 
puede llegar al conocimiento de los hechos. Primer Tribunal Colegiado del 
Décimo Primer Circuito. Marzo Directo 475/89, Maria Teresa Imelda Martínez de 
Miranda, 28 de noviembre de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor 
Federico Gutiérrez de Velazco Romo. Secretario: Antonio Rico Sánchez. 
Semanario Judicial. Tomo IV, Segunda parte-1, 1990, P. 395.  
 
DOCUMENTOS, OBLIGACIÓN DEL PATRÓN DE CONSERVAR LOS 
SEÑALADOS EN EL ARTICULO 804 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.  
Si bien es cierto que conforme a lo dispuesto por el artículo 784 de la Ley 
Federal del Trabajo, en sus diversas fracciones, la Junta eximirá de la carga de 
la prueba al trabajador y corresponderá al patrón probar su dicho cuando exista 
controversia sobre el monto y pago del salario; también lo es que, de acuerdo 
con lo dispuesto en el diverso artículo 804 de la misma ley, el patrón tiene la 
obligación de conservar y exhibir en juicio los documentos que se señalan, entre 
ellos, las listas de raya y nóminas o recibos de pago, solamente durante el último 
año de servicios y un año después de que se extinga la relación laboral; por 
tanto, es incuestionable que tal obligación del patrón quedó extinguida si el año 
posterior a la terminación de la relación de trabajo había transcurrido. SEXTO 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo directo 10586/94. Julio César Olivares Martínez. 12 de diciembre de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. Secretaria: María 
Marcela Ramírez Cerrillo. Octava Época. Instancia: TRIBUNALES 
COLEGIADOS DE CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tomo: XV, Febrero de 1995. Tesis: I.6o.T.614 L. Página: 158. 
 
PRIMA DE ANTIGÜEDAD. SU MONTO DEBE DETERMINARSE CON BASE 
EN EL SALARIO QUE PERCIBÍA EL TRABAJADOR AL TÉRMINO DE LA 
RELACIÓN LABORAL. En atención a que la prima de antigüedad es una 
prestación laboral que tiene como presupuesto la terminación de la relación de 
trabajo y el derecho a su otorgamiento nace una vez que ha concluido el vínculo 
laboral, en términos de los artículos 162, fracción II, 485 y 486 de la Ley Federal 
del Trabajo, su monto debe determinarse con base en el salario que percibía el 
trabajador al terminar la relación laboral por renuncia, muerte, incapacidad o 
jubilación, cuyo límite superior será el doble del salario mínimo general o 
profesional vigente en esa fecha. Clave: 2a./J., Núm.: 48/2011. Contradicción 
de tesis 353/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero 
del Décimo Octavo Circuito, Tercero en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
Séptimo en Materia de Trabajo del Primer Circuito, el entonces Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, actual Primero en Materia 
de Trabajo del Tercer Circuito, el entonces Segundo Tribunal Colegiado del 
Quinto Circuito, actual Primero en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, 
el Quinto en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el entonces Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito, actual Primero del Décimo Quinto Circuito. 
16 de febrero de 2011. Cinco votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 
Secretaria: Amalia Tecona Silva. Tesis de jurisprudencia 48/2011. Aprobada 
por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del dos de marzo de 
dos mil once. Tipo: Jurisprudencia por Contradicción. Temas: Derecho del 
Trabajo y de la Seguridad Social. Derecho Procesal. 
 
PRIMA DE ANTIGÜEDAD. LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 162 DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO, QUE ESTABLECE COMO REQUISITO PARA SU 
PAGO QUE EL TRABAJADOR QUE SE RETIRE VOLUNTARIAMENTE HAYA 
CUMPLIDO 15 AÑOS DE SERVICIOS, POR LO MENOS, NO TRANSGREDE 
EL DERECHO DE IGUALDAD RECONOCIDO EN EL ARTÍCULO 1o. 
CONSTITUCIONAL. El artículo 162 de la Ley Federal del Trabajo, en su fracción 
I, dispone que la prima de antigüedad consistirá en el importe de 12 días de 
salario por cada año de servicios y en su fracción III establece que se pagará a 
los trabajadores que: a) se separen por causa justificada; o b) sean separados 
de su empleo, independientemente de la justificación o injustificación del 
despido; sin embargo, si el trabajador se separa voluntariamente de su empleo 
sólo se le pagará aquélla cuando haya cumplido 15 años de servicios, por lo 
menos. Ahora bien, esta diferencia de trato encuentra una justificación razonable, 
válida y objetiva en la ley, toda vez que busca incentivar la permanencia del 
trabajador en un empleo a través del pago de dicha prima como una forma de 
reconocimiento por su esfuerzo y entrega hacia una fuente de empleo 
determinada y específica; de ahí que, en las condiciones referidas, la diferencia 
de trato es justificada, ya que no vulnera ningún derecho humano en materia 
laboral instituido en los artículos 5o. y 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y, en consecuencia, la fracción III del artículo 162 de 
la Ley Federal del Trabajo que prevé tal excepción no contiene un trato 
discriminatorio para los trabajadores que se colocan en esa hipótesis y, por ende, 
no transgrede el derecho de igualdad reconocido en el artículo 1o. constitucional. 
Contradicción de tesis 420/2014. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Séptimo en Materia de Trabajo del Primer Circuito y Segundo del 
Décimo Quinto Circuito. 18 de marzo de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ausente: Eduardo Tomás Medina Mora Icaza. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín. Tesis y criterio 
contendientes: Tesis XV.2o.15 L, de rubro: "PRIMA DE ANTIGÜEDAD. LA 
FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 162 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, QUE 
ESTABLECE COMO REQUISITO PARA SU PAGO QUE EL TRABAJADOR QUE 
SE RETIRE VOLUNTARIAMENTE DE SU EMPLEO CUENTE POR LO MENOS 
CON QUINCE AÑOS DE SERVICIOS, TRANSGREDE LA GARANTÍA DE 
IGUALDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN 
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FEDERAL.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXIII, marzo de 2011, página 2399, y El sustentado por el 
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver 
el amparo directo 1226/2014. Tesis de jurisprudencia 30/2015 (10a.). Aprobada 
por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del quince de abril 
de dos mil quince. Esta tesis se publicó el viernes 22 de mayo de 2015 a las 
09:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera 
de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de mayo de 2015, para los efectos 
previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. Época: 
Décima Época. Registro: 2009207. Instancia: Segunda Sala. Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 
18, Mayo de 2015, Tomo II. Materia(s): Constitucional. Tesis: 2a./J. 30/2015 
(10a.). Página: 1622. 
 
PRUEBA. CARGA DE LA MISMA RESPECTO DE LEYES, REGLAMENTOS, 
DECRETOS Y ACUERDOS DE INTERÉS GENERAL PUBLICADOS EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN.  Respecto de las leyes, reglamentos, 
decretos y acuerdos de interés general, no se necesita probar su existencia en 
autos, pues basta que estén publicados en el Diario Oficial, para que la autoridad 
judicial esté obligada a tomarlos en cuenta, en virtud de su naturaleza y 
obligatoriedad, y porque la inserción de tales documentos en el órgano oficial de 
difusión tiene por objeto dar publicidad al acto de que se trate, y tal publicidad 
determina precisamente que los tribunales, a quienes se les encomienda la 
aplicación del derecho, por la notoriedad de ese acontecimiento, no puedan 
argüir desconocerlo. Contradicción de tesis 23/2000-SS. Entre las sustentadas 
por el Primer Tribunal Colegiado del Octavo Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito. 16 de junio del año 2000. Cinco votos. 
Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: José Francisco Cilia López. Tesis 
de jurisprudencia 65/2000. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión pública del dieciséis de junio del año dos mil. Novena Época. Instancia: 
Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: 
XII, Agosto de 2000. Tesis: 2a./J. 65/2000 . Página:   260. 

 
VACACIONES. REGLA PARA SU CÓMPUTO.  De conformidad con el artículo 
76 de la Ley Federal del Trabajo, el derecho al disfrute de vacaciones se genera 
por el tiempo de prestación de los servicios; y así se obtiene que por el primer 
año, el trabajador se hará acreedor a cuando menos seis días laborables y 
aumentará en dos días laborables, hasta llegar a doce, por cada año 
subsecuente de servicios, es decir, al segundo año serán ocho, al tercero diez; y, 
al cuarto doce. Después del cuarto año, el periodo de vacaciones se aumentará 
en dos días por cada cinco de servicios, que empezarán a contar desde el inicio 
de la relación contractual, porque la antigüedad genérica se obtiene a partir de 
ese momento y se produce día con día y, de forma acumulativa, mientras aquel 
vínculo esté vigente; por tanto, una vez que el trabajador cumple cinco años de 
servicios, operará el incremento aludido y, entonces, disfrutará hasta los nueve 
años de catorce días de asueto; luego, del décimo al décimo cuarto años de 
dieciséis y así sucesivamente. Contradicción de tesis 25/95. Entre las 
sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito 
y Segundos Tribunales Colegiados del Sexto y Octavo Circuitos. 10 de 
noviembre de 1995. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. 
Secretaria: Rosa María Galván Zárate. Tesis de jurisprudencia 6/96. Aprobada 
por la Segunda Sala de este alto tribunal, en sesión privada de diez de 
noviembre de mil novecientos noventa y cinco, por cinco votos de los Ministros: 
Genaro David Góngora Pimentel, Mariano Azuela Güitrón, Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia, Sergio Salvador Aguirre Anguiano y presidente Juan Díaz Romero. 
Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Tomo: III, Febrero de 1996. Tesis: 2a./J. 6/96. Página:   
245. 
 
VEINTE DÍAS DE SALARIO POR CADA AÑO DE SERVICIOS PRESTADOS, 
SU PAGO ES IMPROCEDENTE CUANDO SE RECLAMA INDEMNIZACIÓN 
CONSTITUCIONAL.  Si la Junta señalada como responsable absuelve a la 
demandada laboral del pago de veinte días de salarios por cada año de servicios 
prestados que reclamó el trabajador que se consideró injustamente despedido y 
que optó por la indemnización, estuvo en lo correcto, porque los trabajadores que 
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se consideran injustificadamente despedidos, pueden ejercitar a su libre elección 
y conveniencia, cualquiera de las dos acciones que la ley laboral establece en su 
artículo 48: a) La de pago de indemnización constitucional, consistente en tres 
meses de salario; o b) El cumplimiento de su contrato y como consecuencia de 
ello la reinstalación en su empleo. Si el trabajador opta, por la indemnización 
constitucional, sólo tendrá derecho a tres meses de salarios y al pago de los 
salarios caídos, además de las prestaciones que hubiere devengado o que le 
otorgue la ley o el contrato celebrado, sin que por ello pueda hablarse en forma 
alguna de renuncia de derechos, por no reclamar también el pago de veinte días 
de salario por cada año de servicios prestados, porque este derecho no se lo 
concede la ley. Por tanto, si un trabajador demanda el pago de indemnización 
constitucional, carece de derecho a los veinte días de salario por cada año de 
servicios prestados, cuyo pago procede únicamente cuando se ha elegido la 
acción de cumplimiento de contrato y, declarada procedente, el patrón se niega a 
reinstalarlo, según los artículos 49 y 50 de la Ley de la materia, además del caso 
en que el trabajador rescinde el contrato por causa imputable al patrón; por otra 
parte, tampoco es exacto que la Junta interpretara en forma incorrecta los 
artículos 47, 48, 50, 51 y 52 de la Ley Federal del Trabajo, porque la responsable 
no hizo sino aplicar exactamente la ley citada en los términos en que está 
redactada, debiendo aclararse además que no en todos los casos de 
reinstalación tienen que pagarse los salarios de veinte días por cada año de 
servicio, sino sólo en aquellos que están previstos en el artículo 50 y siempre que 
el patrón se rehúse a la reinstalación. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 885/72. 
Diego Herrera. 27 de enero de 1973. Ponente: José Martínez Delgado. Amparo 
directo 556/72. Celia Vázquez González. 29 de junio de 1973. Ponente: Rafael 
Pérez Miravete. Amparo directo 13061/88. José Erasto Ramírez Castillo. 9 de 
marzo de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: María Simona Ramos 
Ruvalcaba. Secretario: Miguel Ángel Bremerman Macías. Amparo directo 
10551/90. José Luis Aguilar Benítez. 24 de enero de 1991. Unanimidad de votos. 
Ponente: Roberto Gómez Argüello. Secretario: Jaime Allier Campuzano. Amparo 
directo 11171/90. Fernando Delgado Reyes. 14 de febrero de 1991. Unanimidad 
de votos. Ponente: Roberto Gómez Argüello. Secretario: Jaime Allier 
Campuzano. Nota: Esta tesis se retira en virtud de que la Cuarta Sala estableció 
criterio al respecto en la tesis número 12/89, publicada en la Gaceta número 34, 
del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, página 43, que 
corresponde a la página 158 de la primera parte del tomo relativo a la materia de 
trabajo del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995. Octava 
Época Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: 
VII, Abril de 1991. Tesis: I.1o.T. J/28.  Página:   129. 

 
INDEMNIZACIÓN DE VEINTE DÍAS DE SALARIO POR CADA AÑO DE 
SERVICIOS PRESTADOS, PROCEDENCIA DE LA.  Dicha prestación 
únicamente procede en los casos que señalan los artículos 49, 52 y 947 de la 
Ley Federal del Trabajo. Varios 3/85, contradicción de tesis.  Tribunales 
Colegiados de los Circuitos:  Sexto, Séptimo, Octavo y Noveno, entonces, 
únicos, 7 de agosto de 1989.  Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ulises 
Schmill Ordóñez. Secretario: Víctor Ernesto Maldonado Lara. Semanario 
Judicial, Tomo IV, Primera parte 1990,  página 333. 
 
PRESTACIONES EXTRALEGALES EN MATERIA LABORAL. 
CORRESPONDE AL RECLAMANTE LA CARGA PROBATORIA DE LAS.  De 
acuerdo con el artículo 5° de la Ley Federal del Trabajo, las disposiciones que 
ésta contiene son de orden público, lo que significa que la sociedad está 
interesada en su cumplimiento, por lo que todos los derechos que se establecen 
en favor de los trabajadores en dicho ordenamiento legal, se refieren a 
prestaciones legales que los patrones están obligados a cumplir, pero además, 
atendiendo a la finalidad protectora del derecho laboral en favor de la clase 
trabajadora, los patrones y los trabajadores pueden celebrar convenios en los 
que se establezca otro tipo de prestaciones que tiendan a mejorar las 
establecidas en la Ley Federal del Trabajo, a las que se les denomina 
prestaciones extralegales, las cuales normalmente se consiguen a través de los 
sindicatos, pues los principios del artículo 123 constitucional constituyen el 
mínimo de los beneficios que el Estado ha considerado indispensable otorgar a 
los trabajadores. Si esto es así, obvio es concluir que tratándose de una 
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prestación extralegal, quien la invoque a su favor tiene no sólo el deber de 
probar la existencia de la misma, sino los términos en que fue pactada, 
debido a que, como se señaló con anterioridad, se trata de una prestación que 
rebasa los mínimos contenidos en la ley y que deriva lógicamente de un acuerdo 
de voluntades entre las partes contratantes. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO 
DEL OCTAVO CIRCUITO. Amparo directo 93/95. Juan Ramos Frías. 30 de 
marzo de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Novales Castro. 
Secretaria: Arcelia de la Cruz Lugo. Amparo directo 225/95. Francisco Gurrola 
García. 22 de junio de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique Rodríguez 
Olmedo. Secretario: Hugo Arnoldo Aguilar Espinosa. Amparo directo 443/96. 
José Luis Mireles Nieto. 8 de agosto de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: 
Antonio López Padilla, secretario de tribunal autorizado por el Pleno del Consejo 
de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. 
Secretario: Hugo Arnoldo Aguilar Espinosa. Amparo directo 131/2002. José 
Antonio Frausto Flores. 6 de junio de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: 
Arcelia de la Cruz Lugo. Secretario: Hugo Arnoldo Aguilar Espinosa. Amparo 
directo 169/2002. Jorge Antonio González Ruiz. 6 de junio de 2002. Unanimidad 
de votos. Ponente: Arcelia de la Cruz Lugo. Secretario: Juan Francisco Orozco 
Córdoba. Véase: Tesis VI.2o.T. J/4 en la página 1171 de esta misma publicación. 
Novena Época. Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO 
CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: 
XVI, Julio de 2002. Tesis: VIII.2o. J/38. Página:  1185. 
 
PRESTACIONES EXTRALEGALES, CARGA DE LA PRUEBA. Quien alega el 
otorgamiento de una prestación extralegal, debe acreditar en el juicio su 
procedencia, demostrando que su contraparte está obligada a satisfacerle la 
prestación que reclama y, si no lo hace, el laudo absolutorio que sobre el 
particular se dicte, no es violatorio de garantías individuales. DÉCIMO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo 
directo 1090/99. Nereyda Sánchez Nájera. 19 de abril de 1999. Unanimidad de 
votos. Ponente: José Luis Mendoza Montiel. Secretaria: Ma. Guadalupe Villegas 
Gómez. Amparo directo 6810/2000. Ernesto Rodríguez Arriaga y otros. 10 de 
agosto de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Irma G. García Carvajal. 
Secretaria: Sonia Leticia Hernández Zamora. Amparo directo 530/2001. 
Mercedes Ponce Lara y otras. 5 de abril de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: 
Irma G. García Carvajal. Secretaria: Sonia Leticia Hernández Zamora. Amparo 
directo 2110/2001. José Manuel Martínez Rodarte. 18 de mayo de 2001. 
Unanimidad de votos. Ponente: Martín Borrego Martínez. Secretario: José 
Maximiano Lugo González. Amparo directo 6210/2002. Gisela Silvia Sthal 
Cepeda y otros. 19 de septiembre de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: 
Martín Borrego Martínez. Secretaria: Sonia Leticia Hernández Zamora. Véase: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, 
agosto de 1996, página 557, tesis VI.2o. J/64, de rubro: "PRESTACIONES 
EXTRALEGALES, CARGA DE LA PRUEBA TRATÁNDOSE DE.". Época: 
Novena Época. Registro: 185524. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta. Tomo XVI, Noviembre de 2002. Materia(s): Laboral. Tesis: I.10o.T. 
J/4. Página: 1058. 
 
PRESTACIONES EXTRALEGALES. LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y 
ARBITRAJE TIENEN OBLIGACIÓN DE EXAMINAR SU PROCEDENCIA, CON 
INDEPENDENCIA DE LAS EXCEPCIONES OPUESTAS. El criterio contenido en 
la jurisprudencia de la anterior Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de rubro: "ACCIÓN, PROCEDENCIA DE LA. OBLIGACIÓN DE LAS 
JUNTAS DE EXAMINARLA, INDEPENDIENTEMENTE DE LAS EXCEPCIONES 
OPUESTAS.", que se refiere a la obligación de las Juntas de Conciliación y 
Arbitraje para absolver de la pretensión intentada, pese a que sean inadecuadas 
las excepciones opuestas, cuando adviertan que de los hechos de la demanda y 
de las pruebas ofrecidas no procede la acción, resulta aplicable para la 
resolución de los juicios laborales en que se reclamen prestaciones extralegales; 
lo anterior, debido a que en todos los casos, en que se someta a su jurisdicción 
una controversia laboral, tienen la obligación de examinar la acción ejercida, sin 
importar su naturaleza legal o extralegal, como lo ordenan los artículos 841 y 842 
de la Ley Federal del Trabajo; además, porque tratándose de ese tipo de 
prestaciones, el trabajador tiene la carga de demostrar el derecho a recibir el 
beneficio invocado, para lo cual deberá justificar que se encuentra en el supuesto 
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previsto en las cláusulas del contrato colectivo de trabajo en que sustente su 
exigencia y, con mayor razón, porque éstas son de interpretación estricta. 
Contradicción de tesis 265/2011. Entre las sustentadas por los Tribunales 
Colegiados Tercero y Primero, ambos en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito. 
17 de agosto de 2011. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. 
Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos. Tesis de jurisprudencia 148/2011. 
Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
veinticuatro de agosto de dos mil once. Nota: La tesis de rubro: "ACCIÓN, 
PROCEDENCIA DE LA. OBLIGACIÓN DE LAS JUNTAS DE EXAMINARLA, 
INDEPENDIENTEMENTE DE LAS EXCEPCIONES OPUESTAS." citada aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volúmenes 
151-156, Quinta Parte, página 86. Época: Décima Época. Registro: 160514. 
Instancia: Segunda Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 4. 
Materia(s): Laboral. Tesis: 2a./J. 148/2011 (9a.). Página: 3006. 
 
REPARTO DE UTILIDADES. CONDENA AL PAGO DEL.  Para condenar a la 
empresa demandada a dicha prestación, el trabajador debe demostrar que 
previamente al juicio laboral agotó el procedimiento contemplado en el artículo 
125 de la Ley Federal del Trabajo, o bien, que el monto que le corresponde se 
encuentra establecido en cantidad líquida y determinada y en forma definitiva por 
las autoridades hacendarias, porque de lo contrario la Junta se encuentra 
imposibilitada para laudar congruentemente.  SEGUNDO TRIBUNAL 
COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 394/90. Ignacio Carreón 
Lezama. 2 de octubre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo 
Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. Amparo directo 146/92. 
Hugo Zitle Torres. 12 de mayo de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo 
Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. Amparo directo 
492/95. Industrias Polimex, S.A. de C.V. 18 de octubre de 1995. Unanimidad de 
votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna. 
Amparo directo 615/95. Evaristo Rojas Elizalde y otros. 17 de enero de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto 
Schettino Reyna. Amparo directo 303/96. Celia Pastén Hernández. 12 de junio 
de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: María Eugenia Estela Martínez Cardiel. 
Secretario: Héctor Enrique Hernández Torres. Novena Época. Instancia: 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: IV, Julio de 1996. 
Tesis: VI.2o. J/58. Página:   348. 
 
UTILIDADES, PAGO DEL REPARTO DE.  Tratándose del pago del reparto de 
utilidades, las Juntas carecen de elementos para condenar al patrón a cubrirlo, 
cuando no se ha fincado un derecho específico a determinada cantidad, después 
de seguido el procedimiento que fija el capítulo VIII del título tercero de la Ley 
Federal del Trabajo (artículos 117 a 131), y en especial lo dispuesto por el 
artículo 125 de ese  ordenamiento.  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 869/93. 
Francisco Tovar Hernández. 22 de abril de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: 
Roberto Gómez Argüello. Secretario: Ángel Salazar Torres. Amparo directo 
2771/93. Raúl Lara Sánchez. 1o. de julio de 1993. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Simona Ramos Ruvalcaba. Secretario: Jesús González Ruiz. 
Amparo directo 1891/94. Lucía Muñoz Díaz. 17 de marzo de 1994. Unanimidad 
de votos. Ponente: Roberto Gómez Argüello. Secretario: Jaime Allier 
Campuzano. Amparo directo 11281/99. Genaro Cortez Palomera. 3 de junio de 
1999. Unanimidad de votos. Ponente: Horacio Cardoso Ugarte. Secretario: 
Francisco Javier Díaz Cuevas. Amparo directo 2521/2002. Andrés Salvador 
Hernández Toledo. 14 de marzo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge 
Rafael Olivera Toro y Alonso. Secretaria: María Hortensia Morales Alós. Véase: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VI, 
septiembre de 1997, página 635, tesis VI.2o. J/109, de rubro: "UTILIDADES, 
PAGO DE REPARTO DE.". Novena Época. Instancia: PRIMER TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XV, Mayo de 2002. 
Tesis: I.1o.T. J/41. Página:  1150. 

 
UTILIDADES, PAGO DE REPARTO DE. En los casos en donde no se ha 
agotado el procedimiento administrativo que prevé el Título Tercero, Capítulo VIII, 
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de la Ley Federal del Trabajo, la Junta actúa correctamente al dejar a salvo 
los derechos del actor para reclamar el pago de reparto de utilidades, 
porque no cuenta con los elementos necesarios para establecer la condena en 
una cantidad líquida. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 
TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 9201/88. Silvia Navarrete 
Sandoval. 6 de octubre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Gómez 
Argüello. Secretario: Gilberto León Hernández. Amparo directo 9771/88. Pedro 
Cruz Ramírez. 4 de noviembre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Horacio 
Cardoso Ugarte. Secretaria: Ma. Guadalupe Villegas Gómez. Amparo directo 
221/88. Ruperto Muñoz Carrillo. 26 de enero de 1989. Unanimidad de votos. 
Ponente: Roberto Gómez Argüello. Secretario: Esteban Serrano Soto. Amparo 
directo 5751/89. Francisco Antonio López Sánchez. 13 de septiembre de 1989. 
Unanimidad de votos. Ponente: Horacio Cardoso Ugarte. Secretaria: María 
Guadalupe Villegas Gómez. Amparo directo 7241/89. Cecilio Mendoza Pérez. 16 
de noviembre de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Horacio Cardoso Ugarte. 
Secretaria: Guadalupe Villegas Gómez. Octava Época. Registro digital: 227680. 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación. Tomo IV, Segunda Parte-2. Materia(s): 
Laboral. Tesis: I. 1o. T. J/16. Página: 670. Genealogía: Apéndice 1917-1995, 
Tomo V, Segunda Parte, tesis 972, página 677. Gaceta número 22-24, Octubre-
Diciembre de 1989, página 164. 
 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD, PRINCIPIOS DE. SUS DIFERENCIAS Y 
CASO EN QUE EL LAUDO INCUMPLE EL SEGUNDO DE ELLOS. Texto: Del 
artículo 842 de la Ley Federal del Trabajo se advierte la existencia de dos 
principios fundamentales o requisitos de fondo que deben observarse en el 
dictado del laudo: el de congruencia y el de exhaustividad. El primero es explícito, 
en tanto que el segundo queda imbíbito en la disposición legal. Así, el principio 
de congruencia está referido a que el laudo debe ser congruente no sólo consigo 
mismo, sino también con la litis, tal como haya quedado establecida en la etapa 
oportuna; de ahí que se hable, por un lado, de congruencia interna, entendida 
como aquella característica de que el laudo no contenga resoluciones o 
afirmaciones que se contradigan entre sí y, por otro, de congruencia externa, que 
en sí atañe a la concordancia que debe haber con la demanda y contestación 
formuladas por las partes, esto es, que el laudo no distorsione o altere lo pedido 
o lo alegado en la defensa sino que sólo se ocupe de las pretensiones de las 
partes y de éstas, sin introducir cuestión alguna que no se hubiere reclamado, ni 
de condenar o de absolver a alguien que no fue parte en el juicio laboral. 
Mientras que el de exhaustividad está relacionado con el examen que debe 
efectuar la autoridad respecto de todas las cuestiones o puntos litigiosos, sin 
omitir ninguno de ellos, es decir, dicho principio implica la obligación del juzgador 
de decidir las controversias que se sometan a su conocimiento tomando en 
cuenta los argumentos aducidos tanto en la demanda como en aquellos en los 
que se sustenta la contestación y demás pretensiones hechas valer 
oportunamente en el juicio, de tal forma que se condene o absuelva al 
demandado, resolviendo sobre todos y cada uno de los puntos litigiosos que 
hubieran sido materia del debate. Por tanto, cuando la autoridad laboral dicta un 
laudo sin resolver sobre algún punto litigioso, en realidad no resulta contrario al 
principio de congruencia, sino al de exhaustividad, pues lejos de distorsionar o 
alterar la litis, su proceder se reduce a omitir el examen y pronunciamiento de 
una cuestión controvertida que oportunamente se le planteó, lo que permite, 
entonces, hablar de un laudo propiamente incompleto, falto de exhaustividad, 
precisamente porque la congruencia -externa- significa que sólo debe ocuparse 
de las personas que contendieron como partes y de sus pretensiones; mientras 
que la exhaustividad  implica  que el laudo ha de ocuparse de todos los puntos 
discutibles. Consecuentemente, si el laudo no satisface esto último, es inconcuso 
que resulta contrario al principio de exhaustividad que emerge del artículo 842 de 
la Ley Federal del Trabajo, traduciéndose en un laudo incompleto, con la 
consiguiente violación a la garantía consagrada en el artículo 17 de la 
Constitución Federal. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 
TRABAJO DEL CUARTO CIRCUITO. Precedentes: Amparo directo 461/2004. 
Alfonso Enríquez Medina. 22 de septiembre de 2004. Unanimidad de votos. 
Ponente: Victorino Rojas Rivera. Secretario: Reynaldo Piñón Rangel. Amparo 
directo 391/2004. Comisión Federal de Electricidad. 22 de septiembre de 2004. 
Unanimidad de votos. Ponente: Alfredo Gómez Molina. Secretaria: Angelina 
Espino Zapata. Amparo directo 435/2004. Petróleos Mexicanos y Pemex 
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Refinación. 15 de octubre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Victorino 
Rojas Rivera. Secretaria: Liliana Leal González. Amparo directo 486/2004. Carlos 
Javier Obregón Ruiz. 20 de octubre de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: 
Victorino Rojas Rivera. Secretaria: Liliana Leal González. Amparo directo 
559/2004. Yolanda Perales Hernández. 27 de octubre de 2004. Unanimidad de 
votos. Ponente: Abraham Calderón Díaz. Secretario: Francisco García Sandoval. 
Nota: Por instrucciones del Tribunal Colegiado de Circuito, la tesis que aparece 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XIX, febrero de 2004, página 888, se publica nuevamente con las 
modificaciones, tanto en el texto como en los precedentes, que el propio tribunal 
ordena. Registro IUS: 179074. Localización: Novena Época, Tribunales 
Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 
XXI, Marzo de 2005, p. 959, tesis IV.2o.T. J/44, jurisprudencia, Laboral. 
 
LAUDO, MATERIA DEL.  La Junta, en sus laudos, tiene que resolver lo 
procedente en relación con las acciones intentadas y con las demás pretensiones 
deducidas oportunamente en el juicio, ya que de lo contrario, falta al principio de 
congruencia que exige el artículo 842 de la Ley Federal del Trabajo, lo que se 
traduce en violación de las garantías contenidas en los artículos 14 y 16 de la 
Constitución General de la República. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL 
SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 189/90. Textiles Miguel, S.A. 13 de junio de 
1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Armando 
Cortés Galván. Amparo directo 23/91. José Guadalupe Mendoza Pérez y otra. 29 
de enero de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. 
Secretario: Jorge Alberto González Alvarez. Amparo directo 132/95. Mutualidad 
Nacional de Trabajadores Textiles de la Rama del Algodón. 26 de abril de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. 
Secretario: Gonzalo Carrera Molina. Amparo directo 406/96. Manuel Pérez 
García y otro. 19 de septiembre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: 
Clementina Ramírez Moguel  Goyzueta. Secretario: Gonzalo Carrera Molina. 
Amparo directo 540/96. Ferrocarriles Nacionales de México. 16 de octubre de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Clementina Ramírez Moguel Goyzueta. 
Secretaria: Laura Ivón Nájera Flores. Novena Época. Instancia: SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo: IV, Noviembre de 1996. Tesis: VI.2o. J/79. 
Página:   358. 

 
Ahora bien, en apego a los principios fundamentales que rigen el procedimiento laboral 
al emitir los laudos, siendo aquellos los consistentes en que todas y cada una de las 
resoluciones deberán dictarse a verdad sabida, buena fe guardada y apreciando los 
hechos en conciencia, sin necesidad de sujetarse a reglas o formulismos sobre 
estimación de las pruebas, pero expresando los motivos y fundamento legales en que 
se apoyen; es menester destacar que como se aprecia en autos, el actor al momento de 
hacer la narrativa de los hechos en que basa su acción principal y el reclamo de todas y 
cada una de las prestaciones independientes, detalla tales hechos en una forma que 
hacen indicar, que si bien es cierto, tenía dos patrones responsables solidariamente, 
también cierto es, que únicamente existía una relación laboral, tan es así que al 
momento de dar contestación las personas morales nada dijeron al respecto, toda vez 
que sus labores las desempeñaba a favor de ellos a partir de una misma fecha de 
ingreso, en un mismo horario, percibía un solo salario, etc., corroborando lo anterior el 
hecho de que les reclama las mismas prestaciones por el mismo período. En 
consecuencia, esta autoridad establece una condena en forma solidaria, implicando 
que los condenados pueden responder de manera individual o colectiva de la totalidad 
del monto determinado, dada su naturaleza jurídica, consistente en una obligación 
única, derivada de la relación laboral atribuida, además de que el cumplimiento o 
pago de la condena por cualquiera de ellos, libera a los otros de la obligación 
impuesta, por lo que debe entenderse que la condena emitida en estos términos, no 
tiene que presumirse que cada uno de los obligados a su cumplimiento, deben de 
cubrirla, pues aceptarlo así, traería como consecuencia un doble o múltiple pago. 
Siendo aplicable para mayor sustento legal a lo anteriormente expuesto y fundado, las 
siguientes Tesis Aisladas, que a la letra dicen, lo siguiente:  

 
CONDENA SOLIDARIA EN MATERIA LABORAL. Cuando en el laudo se 
establece una condena en forma solidaria, implica que los condenados 
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pueden responder de manera individual o colectiva de la totalidad del monto 
determinado, dada su naturaleza jurídica, consistente en una obligación única, 
derivada de la relación laboral atribuida, además de que el cumplimiento o pago 
de la condena por cualquiera de ellos, libera a los otros de la obligación 
impuesta, por lo que debe entenderse que cuando la condena se emite en esos 
términos, no tiene que presumirse que cada uno de los obligados a su 
cumplimiento, deben de cubrirla, pues aceptarlo así, traería como consecuencia 
un doble o múltiple pago. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE 
TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 3166/99. Luis de la Torre 
Ramos. 7 de mayo de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: María del Rosario 
Mota Cienfuegos. Secretario: Guillermo Cuadra Ramírez. Novena Época. 
Registro: 193863. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tesis Aislada. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IX, Junio de 
1999. Materia(s): Laboral. Tesis: I.6o.T.61 L. Página: 936. 

 
RELACIÓN LABORAL, RESPONSABILIDAD SOLIDARIA DE LA. CASOS EN 
QUE LA DEMOSTRACIÓN DEL VÍNCULO CONTRACTUAL CON UN 
CODEMANDADO QUE LA NEGÓ, SÓLO REPERCUTE EN LA 
RESPONSABILIDAD MANCOMUNADA DE LAS CONSECUENCIAS 
DERIVADAS DE AQUÉLLA. Por regla general, cuando en un juicio queda 
establecida la relación laboral del trabajador con una persona que al contestar la 
demanda la niega, ésta debe responder de la totalidad de las prestaciones 
exigidas y ajustadas a la ley; sin embargo, existen casos en que no puede operar 
lisa y llanamente esa sanción, como cuando la contienda se endereza contra 
varios demandados y uno de ellos asume la obligación de responder de las 
consecuencias del conflicto, por admitir que sólo con él existió dicho nexo, pero 
durante la secuela procesal se demuestra que el vínculo también se dio con 
diversa persona y que se trató de una sola relación de trabajo, pues en este 
supuesto la condena relativa debe hacerse para que los demandados respondan 
sobre el cumplimiento y pago de esas prestaciones en forma solidaria y 
mancomunada. Dicha regla de excepción se hace patente cuando en un juicio se 
demanda el pago de la indemnización constitucional, y uno de los demandados 
reconoce la subordinación del trabajador, niega el despido y ofrece el trabajo; y 
posteriormente al estimarse de buena fe y no demostrarse el despido da lugar a 
la absolución de esa reclamación, pero durante el desarrollo del juicio se 
demuestra que el vínculo laboral también se dio con otro codemandado, sin que 
se trate de dos relaciones de trabajo; por tanto, no puede generarse una 
condena distinta basada en los mismos hechos para cada demandado, ya que al 
ser reinstalado el operario en su empleo hace improcedente la indemnización 
constitucional, tomando en cuenta que esta figura tiene como premisa la 
terminación de la relación laboral; por lo que no debe fincarse la condena 
sobre dicha indemnización en lo que atañe al codemandado que negó el 
nexo, pero cuya vinculación se demostró en el juicio, puesto que la 
sanción sólo debe reflejarse en la responsabilidad mancomunada que 
deriva de la relación de trabajo. DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO 
EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 
16433/2004. Juan Manuel Zamorano Reyes. 10 de septiembre de 2004. 
Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Landa Razo. Secretario: José Luis Rivas 
Becerril. Época: Novena Época. Registro: 179779. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta. Tomo XX, Diciembre de 2004. Materia(s): Laboral. 
Tesis: I.13o.T.100 L. Página: 1435. 
 

Por lo que es de resolverse y se: 
 

R  E  S  U  E  L  V  E:  
 
PRIMERO: El actor 

 con relación a las personas morales patronales demandadas 
denominadas 

 y 

, responsables solidaria y mancomunadamente de las obligaciones 
derivadas de la relación de trabajo con el trabajador, no procedió su acción principal de 
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Indemnización Constitucional, toda vez que no probó la existencia del despido 
injustificado, y que de acuerdo a la carga procesal le correspondió demostrar.  
 
SEGUNDO: Se absuelve a las personas morales patronales demandadas 
denominadas 

 y 

, responsables solidaria y mancomunadamente de las obligaciones 
derivadas de la relación de trabajo, de pagarle al 

 la Indemnización Constitucional, 
Indemnización por Antigüedad o Compensatoria, el por concepto de Alimentos por la 
cantidad de $******** quincenales, el concepto de Ayuda para Transporte por la cantidad 
de $****** quincenales, el concepto de Despensa por la cantidad de $****** quincenales, 
y la cantidad correspondiente a las cuotas y aportaciones correspondientes al Sistema 
de Ahorro para el Retiro (SAR), en base a los Considerandos II, III, IV y V, de la 
presente resolución, que por economía procesal se tienen por reproducidos como si se 
insertaran a la letra. 
 
TERCERO: Con respecto a la prestación consistente en el Reparto de Utilidades, 
toda vez que el actor no demostró que previamente al juicio laboral agotara el 
procedimiento contemplado en el Artículo 125 de la Ley Federal del Trabajo, o bien, 
que el monto que les corresponde se encuentre establecido en cantidad líquida y 
determinada y en forma definitiva por las autoridades hacendarías, estando ésta 
Autoridad en imposibilidad para emitir dicho reclamo, se dejan a salvo los derechos del 
actor 

 para que los ejerza en la vía y forma que estime procedente, al carecer de los 
elementos para resolver al respecto, al no encontrarse fincado un derecho específico a 
determinada cantidad y después de seguir el procedimiento que fija el capítulo VIII del 
título tercero de la Ley en comento, artículos 117 a 131; y, en especial, lo dispuesto por 
el artículo 125 de ese ordenamiento. 
 
CUARTO: Se condena a las personas morales patronales demandadas denominadas 

 y 

, 
responsables solidaria y mancomunadamente de las obligaciones derivadas de la relación 
de trabajo, a pagarle al trabajador 

 las siguientes prestaciones de trabajo: la cantidad de 
$********* (SON: ***** 00/100 M.N.) importe de 180 días de salario por concepto de Prima de 
Antigüedad correspondiente al tiempo de servicios laborados condenados de conformidad con 
lo establecido en el Artículo 162 Fracción II, en concordancia con lo dispuesto en los diversos 
485 y 486 de la Ley Federal del Trabajo; la cantidad de $******** (SON: ******* 00/100 M. N) 
importe de 36 días de salario por concepto de Vacaciones, correspondiente al décimo cuarto y 
décimo quinto año de servicios prestados cumplidos, más el 25% de prima vacacional 
condenados de conformidad con lo establecido en los artículo 76, 78 y 79 de la Ley Laboral en 
comento; y la cantidad de $******** (SON: *****00/100 M. N.) importe de 15 días de salario por 
concepto de Aguinaldos correspondientes al año dos mil diez, condenados de conformidad con 
lo estipulado en el artículo 87 de la Ley Laboral en cita. Cantidades que salvo error u omisión 
aritmética deberán ser pagadas personalmente al trabajador demandante, a razón de un salario 
diario de $******, en los términos precisados líneas arriba, específicamente en el considerando 
V.  

 
QUINTO: Se le concede a la parte demandada para dar cumplimiento a la presente 
resolución el término de 72 horas siguientes a la en que surta efectos su notificación. 
De lo anterior notifíquese a las partes de manera personal por conducto del C. Actuario 
adscrito a ésta Junta, de la siguiente manera: al actor en la 

, y a las demandadas 

 y 
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, 
en el 

, ambos de ésta Ciudad, debiéndoles hacer entrega de una copia autorizada de 
la presente resolución, respectivamente. Cúmplase. 
 
ASÍ LO PROVEEN Y FIRMAN POR UNANIMIDAD DE VOTOS LOS CC. INTEGRANTES DE 
LA JUNTA LOCAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEL ESTADO DE CAMPECHE, A LOS 
VEINTISIETE DÍAS DEL MES DE JUNIO DE DOS MIL DIECIOCHO.  

 
LA C. PRESIDENTE. 

 
LICDA. ROSELY ALEJANDRA COCOM COUOH. 

 
  REPRESENTANTE OBRERO                                     REPRESENTANTE PATRONAL 
 
C. LUIS FELIPE. COCOM MAS.                               LICDA. MA. CRISTINA CERON CAÑETAS. 
 

LA C. SECRETARIA. 
 

LICDA. ELFFIE SELENE DZIB DEL TORO. 
CAZC. 

 
La Licenciada Elffie Selene Dzib del Toro, Secretaria de Acuerdos de la Junta Local de 
Conciliación y Arbitraje del Estado de Campeche, hago constar y certifico que en 
términos de lo previsto en los artículos 111 y 118 y demás conducentes en lo relativo de 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Campeche, y 
los anexos Quincuagésimo sexto y Sexagésimo del Acuerdo 
CONAIP/SNT/ACUERDO/EXT18/03/2016-03 del Consejo Nacional del Sistema 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 
Personales, por el que se aprueban los Lineamientos Generales en materia de 
clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de 
versiones públicas, publicado en el Diario Oficial de la Federación (Segunda Sección) 
del 15 de abril del 2016, en esta versión pública se suprime la información considerada 
legalmente como reservada o confidencial que encuadra en el ordenamiento 
mencionado. Conste. 
 
 
 


